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El Poder Legislativo, este importante órgano del Estado es político porque en el se ejerce 
la representación popular elegida por la voluntad ciudadana, la integran los congresistas 
y tienen como parte de sus funciones legislar, fiscalizar el uso adecuado de los recursos 
públicos y representar a la población ante las diversas entidades del Estado, lo cual 
permite un acercamiento de la ciudadanía a sus autoridades, que en el transcurso del 
tiempo ha logrado grandes cambios en la política descentralizada.  
 
La Constitución Política del Perú en sus capítulos I, II y III del título IV de la Constitución 
Política y el Reglamento del Congreso que tiene fuerza de ley, establecen la 
organización, las funciones y los procedimientos parlamentarios y legislativos de nuestro 
Congreso Nacional. Asimismo, en su artículo 90º señala: «El Poder Legislativo reside en 
el Congreso de la República, el cual consta de cámara única. Está integrado por 130 
congresistas y son elegidos por un periodo de 5 años», estas atribuciones que le otorga 
la Constitución Política al Poder Legislativo, se encuentran en los artículos 90° al 109°, 
115° al 118° y 130° al 134°. 
 
Parte del concepto de lo político está referido al desempeño virtuoso de los cargos 
representativos y la responsabilidad que ello demanda. En consecuencia, la ética no 
debe quedar suspendida durante el ejercicio de su labor política, al contrario, a partir de 
ella se califican las conductas políticas de todo funcionario público, en este caso, los 
congresistas ejercen  actos que son observados por la ciudadanía, lo cual exige de parte 
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de ellos mantener una conducta ética intachable, que será la respuesta a la confianza 
concedida por su elector.  
En esa línea de acción, la labor de los parlamentarios es independiente y no está sujeto a 
mandato imperativo, ni a interpelación. El Reglamento del Congreso, en el artículo 23° 
inciso c), determina que los congresistas durante su mandato deben mantener una 
conducta ejemplar, tolerancia y respeto mutuo. Así como, observar las normas de 
cortesía de uso común y las de disciplina parlamentaria, como parte de sus deberes 
funcionales.  Aunque, no sería necesario exigirlo el Reglamento así lo establece en sus 
artículos 24° y 61° referidos a las sanciones y la disciplina parlamentaria. Los artículos 1°, 
2°, 4° y 6° del Código de Ética determinan los principios, deberes de conducta y el 
respeto a sus colegas.  
 
En consecuencia, la observación analizada en este trabajo de investigación refiere a la 
ausencia de la falta de taxatividad respecto al ámbito de ilícito sancionable en el Código 
de Ética, las conductas prohibidas no están debidamente sancionadas por la ley, 
tampoco se establece la gradualidad de las sanciones ante cada inconducta, lo cual va 
en contra del Principio de Legalidad, según el cual: «Nadie será procesado, ni condenado 
por acto u omisión que al tiempo de cometerse no este previamente calificado en la ley 
de manera expresa e inequívoca, como infracción punible; ni sancionado con pena no 
prevista en la ley». (Constitución Política del Perú Art. 2, inciso 24 literal d). Asimismo, el 
subprincipio de taxatividad o tipicidad como parte del principio de legalidad, no solo se 
debe cumplir en la determinación de la sanción, sino también en las infracciones 
constitucionales, debido a que toda sanción supone la afectación de derechos. Al 
respecto, el Tribunal Constitucional en la sentencia del expediente 1156-2012-PHC/TC,  
en el cuarto fundamento establece que el debido proceso se debe respetar en sede 
parlamentaria no sólo en los procesos de antejuicio y de juicio político, sino también en 
las comisiones investigadoras, ordinarias y especiales. Por ello, considero que se debe 
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cambiar la generalidad que presenta el actual Código de Ética en la determinación de la 
sanción, ante una determinada inconducta que no está explícitamente regulada, ni 
tipificada y que ha generado el pronunciamiento del Tribunal Constitucional. 
 
El principio de legalidad y subprincipio de taxatividad, es una de las garantías del debido 
proceso, reconocidas por la Constitución así como el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos y las resoluciones que al respecto se han emitido también a través 
de Organismos Internacionales de protección de Derechos Humanos. Respecto al 
subprincipio de la taxatividad es preciso indicar, que no solo se aplica en el derecho 
penal, sino también en el derecho administrativo sancionador, pero ello, requiere tres 
exigencias previas: la existencia de una ley (lex scripta), que la ley sea anterior al hecho 
sancionado (lex previa) y que la ley describa un supuesto de hecho estrictamente 
determinado (lex certa). Tribunal Constitucional (08 de agosto del 2012), Sentencia N°  
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La Constitución Política del Perú, en su artículo 94° señala que el «Congreso elabora y 
aprueba su Reglamento que tiene fuerza de ley (…)», este importante instrumento 
normativo determina las funciones, procedimientos parlamentarios y legislativos del 
Congreso de la República. Por ello, el Tribunal Constitucional establece que el 
Reglamento goza de naturaleza equivalente a la ley orgánica (STC. Nº 0022-2004-AI/TC. 
Fundamento 23).  
 
El Congresista de la República, debe cumplir con tres funciones importantes durante su 
periodo parlamentario que es legislar, fiscalizar y representar, para ello cuenta con la 
organización parlamentaria y el servicio parlamentario. Esta importante labor, se  
fundamenta en el Reglamento del Congreso, artículo 2°: «El Congreso de la República es 
el órgano representativo de la nación, encargado de realizar la función legislativa, de 
control político y las demás que establece la Constitución del Estado» (pág., 5). Esta 
importante misión es  encomendada por la ciudadanía, que lo ha elegido para encargarse 
de los asuntos públicos y que requiere por parte de él, mantener una conducta ética en 
su máxima de exigencia y ello se pretende lograr con el Código de Ética. 
 
El Poder Legislativo cuenta con 4 clases de comisiones: Ordinarias, de Investigación, 
Especiales y la Comisión de Ética Parlamentaria, esta última, materia de estudio de este 
trabajo de investigación. El artículo 35° del Reglamento del Congreso, establece que la 
Comisión de Ética es la encargada de velar por el cumplimiento de las normas y 
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principios éticos, impulsar acciones que coadyuven a  prevenir actos antiéticos y resuelve 
las denuncias que se formulen en esta instancia, de acuerdo al procedimiento legislativo 
establecido.  
 
Es preciso señalar, que los congresistas pueden ser sancionados ante el incumplimiento 
de las normas establecidas en el Reglamento del Congreso, que determina un sistema de 
sanciones disciplinarias, tales como: amonestación escrita y reservada, amonestación 
pública mediante Resolución del Congreso, la cual será publicada en el Diario Oficial El 
Peruano con suspensión en el ejercicio del cargo y descuento de sus haberes, desde tres 
hasta ciento veinte días de legislatura. En la determinación, precisa que la sanción 
quienes deban proponerla actuarán con criterio de conciencia (Artículo 24, pág. 31). Ello 
quiere decir, que los miembros de la Comisión de Ética deberán aplicar una valoración 
subjetiva, con un sentido lógico y jurídico en el marco de un proceso disciplinario contra 
otro parlamentario, decisión que sin duda va en contra del debido proceso, teniendo en 
cuenta que no existe un registro de precedentes aplicables a casos que hayan sido 
tratados de igual o distinta manera, como tampoco se establece el tipo de sanción a una 
inconducta determinada. 
 
Al respecto, la Constitución Política señala en su artículo 95º que la sanción disciplinaria 
impuesta a los congresistas, implica suspensión de funciones y que estás no pueden 
exceder de ciento veinte días de legislatura, es el tope máximo de sanción que se le 
denomina sanción grave. Sin embargo, el Código de Ética no establece la gradualidad, ni 
escala de sanciones. 
 
La presente investigación, se ha centrado en analizar la falta de tipificación respecto al 
ámbito de ilícito sancionable, determinado en el Código de Ética y su importancia en el 
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desarrollo de la Comisión de Ética. Esta carencia, va en contra del Principio de legalidad, 
que exige que la ley debe estar de manera expresa e inequívoca. 
 
En consecuencia, es necesario cumplir con lo establecido en la Constitución Política del 
Perú, Reglamento del Congreso, doctrina, derecho comparado, uso y costumbres de las 
prácticas parlamentarias, con lo cual se concluye que la eficiencia y objetividad de esta 
comisión no es la más idónea debido a que las conductas no permitidas y la sanción ante 
el incumplimiento, es muy general. A pesar de que las conductas antiéticas, se han 
incrementado en este importante Poder del Estado y han presentado iniciativas 
legislativas para cambiar esta realidad. Sin embargo, es la falta de voluntad política la 
que no ha permitido un cambio en el Código de Ética, bajo este cuestionamiento nos 
preguntamos ¿quién fiscaliza al Poder Legislativo?, la respuesta es clara: la ciudadanía. 
Por ello, considero importante que esta comisión pueda contar con los instrumentos 
jurídicos adecuados para sancionar dentro del marco de la ley.  
 
Con este trabajo, no solo pretendo analizar la vulnerabilidad del principio de legalidad al 
establecer sanciones a los congresistas, sino presentar una iniciativa legislativa que nos 
permita regular este vacío legal, que lo único que ha generado hasta hoy es archivar 
denuncias presentadas, apoyando a sus colegas de bancada por la falta de tipicidad y 
seguimiento que presenta el Código de Ética. Creo fehacientemente, que para cambiar 
nuestra realidad política es preciso tener voluntad y valores firmes, así podemos 
contrarrestar los grandes vicios con grandes virtudes, no solo actitud, sino decisión de 
cambio desterrando egoísmos e intereses personales, dando pasó al bien común, que 













PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
1.1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
El principio de legalidad, debe predominar en toda norma, actividad y acción que emane 
del Estado y debe estar facultada por la ley, no por la voluntad, criterio o determinación 
de los individuos en su aplicación al impartir justicia. El respeto a la ley, garantiza que 
ninguna autoridad pueda actuar de manera contraria a lo establecido en la norma, y nos 
brinda la seguridad jurídica amparada en la Constitución Política del Perú. 
 
El Código de Ética, que forma parte del Reglamento del Congreso de la República, no 
establece la tipificación del ámbito de ilícito sancionable, lo cual va en contra del Principio 
de Legalidad y Taxatividad, instaurado en el artículo 2 inciso 24 literal d) que precisa que 
la  ley debe estar señalada de manera expresa e inequívoca, esto quiere decir que las 
leyes deben especificar de manera clara, la conducta que la ley considera como falta, 
ante su incumplimiento correspondería aplicar la sanción descrita, de no ser así se 
estaría vulnerando este principio.       
 
Al respecto, es preciso destacar la iniciativa emprendida por la Asociación Civil 
Transparencia que desde el año 2016, viene elaborando el Observatorio de Desempeño 
Parlamentario, con la finalidad de promover la vigilancia y participación de la ciudadanía, 
frente al comportamiento que demuestran los congresistas durante su período 




Las sanciones por faltas éticas: Este indicador explica si las y los congresistas 
han tenido procesos de investigación en la Comisión de Ética Parlamentaria, 
desde el inicio de su gestión en julio de 2016 hasta el final del año legislativo 
2018-2019. Asimismo, manifiesta que 18 congresistas tienen o tuvieron 
investigaciones abiertas en la Comisión de Ética Parlamentaria; la Comisión 
recomendó que 11 debían ser sancionados. De ellos, 10 fueron sancionados por 
decisión del Pleno hasta la disolución del Congreso. Sin embargo, en el período 
2017-2018, se identificó a un total de 9 congresistas que tienen o tuvieron 
investigaciones abiertas en esta instancia, 2 resultaron sancionados y 121 o 
93.1% no tienen procesos. (Asociación Civil Transparencia, Observatorio de 
Desempeño Parlamentario 2018-2019). 
 
Este análisis que realiza la Asociación Civil Transparencia, nos permite identificar que 
existen denuncias presentadas ante la Comisión de Ética por incumplimiento de los 
congresistas a sus deberes parlamentarios. Sin embargo, debido a que no existe un 
procedimiento ordinario o especial en el tratamiento de estas denuncias, terminan siendo 
archivadas o quedando pendientes en cada legislatura por falta de tiempo, quórum o 
porque existen acuerdos previos de blindaje a nivel de grupo parlamentario. Al respecto, 
diversos medios de comunicación y  reportajes propalados en los programas dominicales, 
han evidenciado ello. Aunado a la falta de procedimiento que determine el conducto 
regular de estas denuncias, está el incumplimiento al principio de legalidad sin el cual 
será difícil determinar el hecho sancionado, que permita conocer el  incumplimiento a la 
norma por parte del parlamentario y que como consecuencia de esta emane la sanción 
debidamente tipificada.  
 
La Comisión de Ética, tuvo varias crisis en lo que va del quinquenio. En junio del 2017, el 
presidente de la comisión era el congresista Segundo Tapia, representante de Fuerza 
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Popular, él no defendió ante el pleno del Congreso los informes que recomendaban 
suspensión contra los legisladores Elías Rodríguez del APRA, Yesenia Ponce y Clayton 
Galván, ambos de su bancada. El parlamento terminó reduciendo las sanciones y 
renunció a la presidencia de la comisión. Seguidamente, lo reemplazo Juan Carlos 
Gonzales hasta agosto del 2017, quien también renuncio en medio de cuestionamientos 
a su imparcialidad tras utilizar su voto dirimente y archivar un proceso contra su colega 
Yesenia Ponce.  
 
En el mes de abril de 2018, la congresista Janeth Sánchez asume la presidencia cuando 
era integrante del oficialismo del partido Peruanos por el Kambio, quien fue acusada de 
cobrar en el mes de noviembre de 2017 el bono de S/. 2,800, por concepto de semana de 
representación, a pesar de que no cumplió con dichas actividades porque se encontraba 
en Brasil. Sin embargo, el 20 de mayo con los votos de Fuerza Popular y El Partido 
Aprista Peruano, la Comisión de Ética decidió archivar la denuncia contra la presidenta 
del grupo, por haber cobrado gastos de representación cuando se encontraba fuera del 
país, monto que luego de un año devolvió a raíz de que la denuncia que fue presentada 
en el programa periodístico dominical Cuarto Poder. 
 
Teniendo en cuenta, el contexto en el que se desarrolla la Comisión de Ética que 
vislumbra la pérdida de su autonomía y su ineficaz función sancionadora, es importante 
cambios normativos que le otorguen a esta comisión herramientas que busquen la justicia 
y no la impunidad, respaldada en el compañerismo.  
 
1.2.  FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
¿Cómo las consecuencias de la falta de tipicidad en el Reglamento de Ética del Congreso 




1.3. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
Es importante, que el recinto donde nacen las leyes tenga especial cuidado en demostrar 
que es cauteloso en sus procedimientos, respetando el debido proceso y ello sería 
imposible ante el incumplimiento del principio de legalidad, amparado en la Constitución 
Política del Perú y no previsto en su Código de Ética Parlamentaria. La ley  debe ser 
respetada por todos y el parlamento no está exento de ello. Por ello, considero que para 
cumplir con este objetivo, los mandatos, faltas y sanciones en el caso de los ilícitos no 
deberían depender de la interpretación de los órganos del Estado que, además está  
prohibido, no es conveniente renunciar a que la ley describa adecuadamente la conducta 
regulada. Todo Estado constitucional debe velar porque ello se cumpla, caso contrario se 
estaría violando este principio que garantiza la seguridad jurídica, que debe regir en una 
sociedad y en todo Estado democrático. 
 
En consecuencia, considero importante analizar y proponer cambios normativos ante la 
ausencia de tipicidad y taxatividad de los deberes y sanciones establecidas en el Código 
de Ética Parlamentaria, debido a que este vacío normativo, no permite la justificación 
ponderada de la sanción y en muchos casos los lleva a la impunidad, ya que en el código 
sólo se establecen conductas antiéticas de manera muy general y no precisa las faltas, 
escala de sanciones, ni procedimiento o lineamientos que establecen plazos para su 
atención. Al respecto, se debe tener en cuenta lo referido en la Sentencia del Tribunal 
Constitucional:  
En definitiva, la certeza de la ley es perfectamente compatible, en ocasiones, con 
un cierto margen de indeterminación en la formulación de los tipos y así, en 
efecto, se ha  entendido por la doctrina constitucional. El grado de 
indeterminación será inadmisible,  sin embargo, cuando ya no permita al 
ciudadano conocer qué comportamientos están prohibidos y cuáles están 
permitidos, se requiere que la norma que prohíbe que se haga algo en términos 
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tan confusos que hombres de inteligencia normal tengan que averiguar su 
significado y difieran respecto a su contenido, viola lo más esencial del  principio 
de legalidad. (Tribunal Constitucional. Expediente N° 010-2002-AI/TC. 
Fundamento 47) 
 
En consecuencia, el Tribunal Constitucional viene reiterando a través de sus sentencias 
que el principio de legalidad prohíbe el uso de términos generales o indeterminadas, en la 
tipificación de las prohibiciones. Sin embargo, esta recomendación no se tiene en cuenta 
para reformular el Código de Ética y se continúa con la emisión de resoluciones de 
sanción, sin determinar de manera precisa las normas infringidas, lo que genera que los 
congresistas presenten mecanismos de defensa ante la Corte Suprema, por la 
vulnerabilidad al principio de legalidad y debido proceso. Como ejemplo, podemos citar a 
la reciente acción de amparo presentada por el congresista Daniel Salaverry Villa, ex 
presidente del Congreso de la República ante la Corte Superior de  La Libertad, en la cual 
solicitó la nulidad de la Resolución Nº 113-2018-2020/CEP-CR formulada por la Comisión 
de Ética Parlamentaria, que recomendó al Pleno suspender por 120 días al parlamentario 
por  haber presentado reportes de su semana de representación, con información falsa.  
 
La demanda de amparo, señala que la Comisión de Ética vulnero su derecho a ser 
juzgado por autoridad imparcial, debida motivación, defensa y derecho a la dignidad de la 
persona humana, al realizar un proceso al interior de la comisión que transgredió los 
principios de legalidad, tipicidad, subprincipio de taxatividad, culpabilidad y de imputación 
necesaria, según lo expresado en el Expediente Nº 01986-2019-0-1601-JR-CI-09 de la 
Corte Superior de Justicia de La Libertad- 9º Juzgado Civil. La demanda fue admitida, sin 
embargo, el 22 de julio de 2019  el congresista presenta el desistimiento de la Medida 
Cautelar, solicitando se dé por terminado el proceso, disponiendo del archivo del 
expediente. Este hecho, género que el informe final se programe en la agenda y se 
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apruebe en el Pleno del Congreso, mediante el cual recomienda la suspensión por 120 
días al congresista. 
 
1.4. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACION 
1.4.1. OBJETIVO GENERAL 
Determinar si la transgresión de los principios de legalidad, tipicidad y taxatividad en el 
Código de Ética Parlamentaria, generan una sanción desproporcionada o la impunidad 
ante la conducta infringida por el parlamentario. 
 
1.4.2. OBJETIVO ESPECÍFICO 
Identificar de qué manera la falta de tipicidad y taxatividad en el Código de Ética 
Parlamentaria influye en la calificación de la denuncia, la sanción desproporcionada o la 
impunidad ante el hecho cometido por el parlamentario. 
 
1.4.3. HIPÓTESIS 
Determinar que la falta de tipicidad y taxatividad en el Código de Ética genera sanciones 
desproporcionadas o el archivamiento de la denuncia, porque se aplica el amplio criterio 
de los integrantes de la Comisión de Ética, ante la solidaridad partidaria, considerando 
que la mayoría es la que determina la aprobación o el archivo de la misma, generando la 




 El debido proceso 
Variable dependiente 




 Principio de tipicidad y subprincipio de taxatividad: Infracciones y sanciones, con 
una definición precisa de la conducta que la ley señala como falta. 
 
1.5. METODOLOGÍA 
1.5.1. MÉTODO DE INVESTIGACIÓN CUANTITATIVO 
La investigación cuantitativa busca la explicación a los fenómenos que se observan en 
una investigación, constituyendo la regularidad en ellos, avocándose a la norma que se 
sustenta en el comportamiento  de la conducta social, con este objetivo la sapiencia debe 
enfocarse en la observación directa, de la comprobación y la experiencia. Es importante 
analizar los hechos reales para realizar una descripción lo más imparcial, justa y 
completa, sobretodo de hechos sensibles y reales que nos permitan demostrar nuestra 
hipótesis a desarrollar.  
Al respecto, Sampieri afirma que: 
El enfoque cuantitativo es secuencial y probatorio, cada etapa procede a la 
siguiente y no podemos eludir pasos. El orden debe ser riguroso, pero podemos 
definir alguna fase como parte de una idea que va acotándose en el desarrollo. 
Cuando delimitamos la investigación, se derivan objetivos y preguntas, revisamos 
la literatura y se construye una perspectiva teórica que vamos desarrollando en la 
investigación. Las preguntas que se formulan son parte del desarrollo que nos 
permitirá establecer la hipótesis y determinar las variables. 
Posterior a ello, se traza un plan para probarlas; se miden las variables en un 
determinado contexto, analizamos las mediciones obtenidas y de ser el caso 
comprobamos con métodos estadísticos, según el tema de investigación, ello nos 





Sampieri, nos refiere que este método de investigación nos permite la observación y 
evaluación del fenómeno que vamos a investigar, ya sea a través de costumbres, 
doctrinas, hechos, entre otros. Lo cual nos permite establecer una hipótesis basada en 
suposiciones que nacen del análisis al objeto,  buscando con ello el fundamento para la 
demostrar la idea central de nuestra indagación o interés que motivo la investigación. A 
veces es necesario pruebas que terminan en sustentar nuevas ideas o propuestas de 
cambio, ante una propuesta formulada. 
 
El enfoque cuantitativo tiene características enmarcadas en un conjunto de procesos, tal 
como lo afirma Willams, M., Grinnell:  
La investigación cuantitativa debe ser lo más objetiva posible. Los fenómenos que 
se observan o miden no deben ser afectados por el investigador, quien debe 
evitar en lo posible que sus temores, creencias, deseos y tendencias influyen en 
los resultados del estudio o interfieran en los procesos y que tampoco sean 
alterados por las tendencias  de otros. (2005, pág. 171).  
 
Lo que refiere el autor, es que la información que vamos a considerar como parte de 
nuestra investigación tiene que ser lo más objetivo y real posible, un hecho específico 
que no admite modificación alguna, porque ello, generaría un cambio en el resultado del 
estudio y no es el objetivo del análisis. 
Los estudios cuantitativos siguen un patrón predecible y estructurado durante el 
proceso, y debe tener presente que las decisiones críticas sobre el método se 
toman antes de recolectar los datos (Sampieri, 2014). 
 
La investigación cuantitativa, permite ampliar los resultados en base a la evaluación 
específica realizada al objeto de estudio, pero a la vez nos faculta a utilizar el criterio 
personal para cambiar el objetivo e imparcialidad del trabajo. 
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«Al final, con los estudios cuantitativos se pretende confirmar y predecir los 
fenómenos investigados, buscando regularidades y relaciones causales entre 
elementos. Esto significa que la meta principal es la formulación y demostración 
de teorías». (Sampieri, 2014). 
 
La exploración cuantitativa, nos muestra que los antecedentes se relacionan y reafirman 
en el desarrollo de la investigación. Buscando demostrar que, los hechos comentados y 
analizados en su desarrollo pueden culminar con la presentación de una propuesta, que 
pretenda el cambio del objeto de estudio.  
 
1.5.2. NIVEL DESCRIPTIVO 
Este nivel, busca describir las características del área de interés a investigar y desarrollar 
en el proceso de investigación. Su característica principal radica en que sólo describe. 
 
1.5.3. DISEÑO EXPLICATIVO 
Este diseño, nos permite enfocar los problemas identificados de manera estructurada 
(explora, describe y correlaciona) y busca la relación causa-efecto que estos muestran. 
La formulación de la hipótesis es muy importante, porque nos permiten explicar las 
causas del problema. Este  esquema presenta dos tipos para proyectar la investigación, 
los experimentales y los observacionales, que nos permitirán probar la hipótesis 
proyectada. En este trabajo solo se utiliza la observación de datos, tal como refiere 
Sampieri:  
«el diseño explicativo va más allá de la descripción de conceptos, fenómenos o 
del establecimiento de relaciones entre conceptos; están dirigidos a responder a 
las causas de los eventos físicos o sociales, se centra en explicar por qué ocurre 
un fenómeno y en qué condiciones se da éste, o por qué dos o más variables 




1.5.4. NO EXPERIMENTAL 
La investigación presenta un diseño no experimental, no se ha cambiado, ni manipulado 
la realidad, se consignó información tal cual lo señala el instrumento legal analizado, que 
en esta investigación es el Reglamento del Congreso de la República, del cual forma 
parte el Código de Ética Parlamentaria.  
 
El propósito de la investigación, es describir variables y analizar la incidencia del hecho 
evaluado, es una fotografía del momento que observamos, discutimos y nos impulsa  a 
observarla. «Por lo tanto, podemos decir que es una realidad descriptiva que 
observamos, cuestionamos e investigamos» (Hemández; Femández y Baptista, 2010).  
 
1.5.5. TRANSVERSAL 
El trabajo aplica un diseño transversal, que también es conocido como transaccional de 
acuerdo a lo que señala Hemández (2010) «El diseño transversal, es apropiado cuando 
la investigación se centra en analizar cuál es el nivel de las  variables determinadas o 
centradas en la investigación. También, permite analizar la relación entre un conjunto de 
variables en un punto de tiempo; puede abarcar varios grupos o subgrupos de personas, 
así como, de objetos o indicadores». 
El diseño aplicado es de «tipo no experimental transaccional, este diseño describe 
relaciones entre dos o más variables en un determinado momento. Los diseños 
transaccionales descriptivos, tienen como objeto indagar la incidencia y valores en 















2.1.1.  ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
Los antecedentes de la investigación, son un marco referencial que nos permite analizar 
que otros estudios a nivel local o internacional en materia del trabajo que realizamos se 
han abordado, con el conocimiento y experiencia que en ellos podamos advertir 
enriquecemos y mejoramos el objetivo de la investigación. Es preciso tener en cuenta, 
que estos estudios y propuestas realizadas a pesar del tiempo transcurrido no han 
generado cambios sociales o normativos en la práctica parlamentaria, la práctica de 
valores y la calidad de servicios, a pesar de ser algo que viene exigiendo la ciudadanía 
hace mucho tiempo. Sin embargo, se sigue emitiendo un voto desinformado. 
  
2.1.2.  INVESTIGACIÓN EN EL EXTRANJERO 
2.1.2.1. ARTÍCULO EN RELACIÓN A LA ÉTICA PARLAMENTARIA 
La revista Daena: International Journal of Good Conscience, publica en el año 2006 
publicó el artículo: «Hacía una Ética Parlamentaria», redactado por el Dr. Carlos Gómez 
investigador de la División de Posgrado de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales, 
Universidad Autónoma de Nuevo León, Monterrey, México. 
  
GÓMEZ (2006). Ofrece una visión general de las discrepancias éticas en el 
campo de la vida parlamentaria, así como, los efectos que produce en la 
gobernabilidad. Establece una clara distinción entre la ética pública y la ética 
privada, señala algunas características específicas de la ética pública como parte 
de la conducta de los representantes parlamentarios. Finalmente, brinda algunas 
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pautas para mantener una conducta parlamentaria coherente al cargo público que 
ostenta.  
 
El autor del artículo, pretende establecer una clara diferencia entre la vida pública y la 
vida privada del político como servidor público, para ello, es necesario un compromiso 
genuino por parte de este actor político, a fin de cumplir con las normas y valores éticos 
fundamentales, de otra manera, sería imposible lograr un verdadero éxito y un fallido 
intento.  
 
OBJETIVO: El autor postula a la ética como filosofía de acción, según lo señalado por 
Grisex y Shaw (2000): 
Se debe considerar a la ética en una triple dimensión, no solamente como el 
estudio filosófico de la moral, de sus fundamentos y de las implicancias que se 
derivan de un  punto de vista moral y sistemático en la vida práctica, sino como 
una constante armonía y coherencia entre la acción: querer, sentir y hacer que 
son los componentes del desarrollo pleno del individuo en comunidad, siendo esta 
última y su relación con el sistema político el objetivo principal de reflexión.  
 
En consecuencia, el autor propone que el parlamentario busque el equilibrio perfecto 
entre la intención, sentimiento y acción que aplique ante cada circunstancia que se le 
presenta día a día. Teniendo en cuenta, que el congresista es un funcionario público 
elegido por la ciudadanía de manera directa y universal y que tiene una misión 
importante, que es cuidar esa representación con una adecuada actitud y seriedad en 












Fuente: (Gómez 2006). 
 
Asimismo, Gómez señala la finalidad de la ética privada y pública de la siguiente manera:  
La ética privada es un camino que nos permite alcanzar la autonomía o la 
independencia moral, de realización plena de la condición humana desde una 
concepción del bien, de la virtud o de la felicidad. La ética pública, establece 
criterios de organización social y los fines del Derecho para que las personas 
puedan vivir dignamente en la sociedad, puedan realizar libremente en todas las 
facetas de su personalidad. Por lo cual, concluye que la ética privada atiende al 
bien de los individuos y la ética pública al bien común, al  interés público. (2006). 
 
Esta observación del autor, nos habla de una diferencia marcada que el parlamentario 
debe tener en cuenta y que refiere la ética privada de la pública, bajo la cual está 
orientada la labor que realiza todo funcionario público, no solo basta contar con las 
competencias profesionales que puedan obtener, sino una probada solvencia moral, 
requisito que no se toma en cuenta en la elección popular. 
 
RESUMEN: 
El artículo hace una clara diferencia entre ética privada y la ética pública, con la ética 
privada encontramos la autonomía y la independencia moral, con lo cual nos sentimos 
bien actuando de manera correcta, sin afectar a los demás, nuestros principios nos 














ocupar un cargo político para analizar ello. Este comportamiento se da frente a la 
formación que tiene cada ser humano en el hogar, que no tiene nada que ver con 
factores genéticos o sociales a los que haya estado expuesto el individuo. En tanto, la 
ética pública se centra en la moral con relación a la política a lo que espera la sociedad 
de sus representantes, hablamos de moral social no individual ya que las decisiones que 
adopta un personaje político no deben estar dirigidas a intereses personales, porque 
pueden terminar beneficiando a algunos pero afectando a la comunidad.   
La honradez política no es otra cosa que la capacidad política, la ética del político 
es exclusivamente la responsabilidad que la acción del político califica, en base al 
éxito o fracaso en la efectividad de su acción. La ética y política se distingue en el 
sentido de esfera de la política por las acciones instrumentales que son juzgadas 
con el apego para el logro de metas. (Gómez, 2006). 
 
Del mismo modo, establece las reglas de la democracia que garantizan la elección de los 
gobernantes que están al frente de las instituciones representativas y que tienen que 
proyectar una ética del comportamiento político en el desarrollo de su labor, buscando de 
manera coherente y respetuosa el consenso, la competencia, establecerse como mayoría 
o minoría hasta el final de su periodo ya que para ello fueron elegidos bajo una propuesta 
respaldada por un partido o movimiento político, ejercer un control adecuado, el respeto a 
la legalidad y mucha responsabilidad frente al compromiso asumido con sus electores.  
 
Es preciso resaltar, que la especificidad de la ética parlamentaria nos habla de una 
función legislativa, fiscalizadora y representativa que se desarrolla en un ambiente con 
diversos aspectos que pueden vulnerar la ética parlamentaria, pero que cada uno debe 
saber manejar en base a sus principios éticos, no olvidando que tienen la responsabilidad 
de cumplir con sus propuestas políticas con las que postularon y fueron elegidos, sin 
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buscar el protagonismo absurdo porque no le hacen un favor a la ciudadanía, solo 
cumplen con su obligación laboral. 
 
Por ello, es importante lo señalado por el autor en su artículo: «surge la necesidad de 
definir los principios básicos que sustenten la ética parlamentaria, el respeto y 
preeminencia de los valores democráticos; la separación y distinción entre los intereses 
particulares y generales, la subordinación de los intereses particulares frente a los 
intereses generales, el respeto y buen uso de los bienes comunes y como criterios 
básicos de la ética parlamentaria a la legalidad, responsabilidad, eficacia y legitimidad». 
(Gómez, 2006).  
 
En consecuencia, el autor recomienda lo siguiente:  
Evaluar el régimen político, debido a la cercana relación que guarda el tratamiento 
de los sistemas democráticos con la representatividad que es parte de la labor de 
todo parlamentario. Asimismo, es importante delimitar el rol de los y la concepción 
moderna de las reglas del juego democrático que nos permiten trasladarnos al 
terreno de la acción, en donde se desarrolla la vida política nacional, para tratar 
de configurar una ética parlamentaria en función de los efectos que genera la 
gobernabilidad.(Gómez, 2006). 
 
Esta importante labor de representación que ejerce el congresista, está orientada al  
respeto que debe tener a la investidura parlamentaria, la cual es incompatible con toda 
conducta que atente contra la ley, el orden público, la moral y las buenas costumbres, 




2.1.2.2. ARTÍCULO EN RELACIÓN A LA ÉTICA EN EL PODER LEGISLATIVO 
En el año 2006, se publica en el Boletín Mexicano de Derecho Comparado el artículo 
titulado «Ética en el Poder Legislativo», el autor Efrén Chávez Hernández, docente en el 
Instituto de Investigaciones Jurídicas y en la Facultad de Derecho de la Universidad 
Nacional Autónoma de México- UNAM, el escrito forma parte de una investigación 
respecto a la ética parlamentaria y códigos de conducta que deben regir en todo 
Parlamento, por lo que, me parece interesante citarlo en este trabajo. 
 
CHÁVEZ (2006) 
El autor manifiesta la importancia de incluir el argumento ético en la labor legislativa, 
considerando el concepto y aplicación para lograr su implementación que tan necesaria 
se hace. Ello permite reflexionar la importante labor que desarrolla el Poder Legislativo en 
todo estado democrático, porque este «Poder» garantiza la democracia en el país. «El 
parlamento participa en la voluntad general del Estado, a través de la aprobación de 
leyes y normas financieras estatales y controla en mayor o menor grado el poder que 
ejerce el gobierno de turno, como parte de su función fiscalizadora. Además, elabora las 
leyes, aprueba los ingresos y gastos del Estado, nombra y ratifica a ciertos funcionarios 
de otras entidades» (Chávez, 2006). 
 
El artículo destaca que el parlamento cumple una función muy importante, pues traza el 
sistema jurídico en la propuesta y aprobación de las leyes, determinan los límites de lo 
lícito o ilícito estableciendo las funciones y competencia de cada organismo del Estado, 
decretando los delitos y penas a través de modificaciones normativas, fortalecen los 




Sin embargo, enuncia que es la corrupción la que genera la desconfianza de la 
ciudadanía ante este poder del Estado, debido a la falta de eficacia y decisión que existe 
en la organización y funcionamiento del parlamento. 
  
OBJETIVO:  
La reseña destaca la importancia del Poder Legislativo en un Estado moderno, teniendo 
en cuenta los deberes funcionales de los congresistas. Asimismo, refiere la función que 
ejerce como garante del Estado de Derecho, representa a los intereses de la nación, 
establece el régimen jurídico nacional y fiscaliza la labor que realiza el Poder Ejecutivo, 
garantiza la democracia, impulsa el desarrollo nacional debido a que el parlamentario 
tiene la prerrogativa de aprobar decisiones fundamentales de un Estado.  
«Los legisladores son defensores y representantes de la patria y de sus 
instituciones, tienen a su cargo el futuro del país construyendo una democracia 
sólida; la confianza y la seguridad jurídica que va a permitir el crecimiento con un 
mejor desarrollo económico y social» (Chávez, 2006). 
 
Los actos de corrupción que se advierten permanentemente en el Estado, han ido 
deteriorando la institución y la confianza de la ciudadanía frente a una inacción visible a 
cambios que reflejen la preocupación a este mal. Una de las manifestaciones de la 
corrupción se confirma con el financiamiento no declarado de las campañas a los partidos 
políticos, debido a que este financiamiento de fondos para la campaña electoral del 
parlamentario trae como consecuencia la retribución de pagar este favor a quien lo 
financio, se genera un «deber» de ayuda personal y se deja de lado el bien común. 
Pierde esencia la finalidad para lo cual fue elegido mediante voto popular.  
 
Otro tema que perjudica la imagen del Congreso de la República, se refleja en la 
existencia del conflicto de intereses que tienen algunos partidos políticos y se aplica a 
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través de los grupos parlamentarios, donde prevalecen los objetivos políticos que en 
muchas ocasiones colisionan con los intereses del país.  
El conflicto de interés es toda situación en qué por acción u omisión, incurre un 
cargo o funcionario público que vinculado por un deber de servicio al interés 
general asume el riesgo de abusar de su poder, subordinando dicho interés 
general a su interés particular en forma de ánimo de lucro pecuniario o en especie 
(García, 2001). 
 
El nepotismo es otra manifestación de la corrupción, genera el descredito de esta 
institución porque busca que sus familiares o amigos sean contratados en diversas 
instituciones públicas, sin cumplir un perfil exigible para ocupar el puesto de trabajo al 
que postulan, esto va en contra del principio de igualdad de oportunidad porque genera 




Ante hechos que solo evidencian actos antiéticos de los miembros del parlamento, es 
imperioso recurrir a lineamientos de conducta establecidos en el código o reglamento de 
ética de cada institución, diferenciando a la ética de carácter publica de la ética privada. 
La ética pública marca guías, orientaciones para organizar la vida social, reglamentando 
el poder político, los sistemas y como se ejercen en cada situación que tenga que 
afrontar el funcionario público. 
 
En consecuencia, el autor luego de analizar los hechos que vienen generando conductas 
antiéticas y que producto de ello la corrupción cada vez se perfeccione más, recomienda  
algunas propuestas normativas que deberían integrarse en el reglamento del Congreso 
de la República, que permitirá fortalecer la ética parlamentaria, por medio de: un marco 
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legal adecuado que establezca las faltas y sanciones en el código de ética; regular los 
conflictos de interés que establecen prohibiciones para candidatos al congreso y 
transparentar los intereses que afecten su decisión; exigir la transparencia patrimonial del 
legislador y sus dependientes; regular la limitación de gastos y financistas de su 
campaña;  acceder fácilmente y amigablemente a la información completa y oportuna de 
la labor que desempeñan los parlamentarios, a través de informes de gestión en forma 
periódica que detalla sus actividades, regular el lobby y un uso adecuado y racional  de 
los bienes del Estado que le son otorgados para el desempeño de su labor parlamentaria, 















3.1.1. LA ÉTICA 
Los valores éticos pueden dividirse en: éticos profesionales, universales, sociales y 
públicos. Estos valores nos permiten pensar y actuar con libertad, pensar y analizar que 
cree ser, deber ser o hacer o quisiera ser y hacer, este actuar se enmarca dentro de la 
naturaleza humana y la vida en común porque el valor de todo ello es moral en especial 
para nosotros mismos. No podemos hablar de ética sin referirnos a la moral del individuo, 
ello nos permite analizar los valores que posee el ser humano y cómo actúa frente a un 
hecho determinado, que siempre va a ser acorde a sus convicciones y costumbres, a ello 
se le llama moral. En consecuencia, ambos términos están relacionados uno a otro. 
 
El origen etimológico de la ética se deriva de la palabra griega «ethos», las 
acepciones más comunes según Escobar Valenzuela son las siguientes: Lugar 
habitado por hombres y animales; lugar o morada, la morada o ethos del hombre 
es el ser; fuente de vida de la que emanan actos singulares; temperamento, 
carácter, habito, modo de ser (Abrego, 2009, p.15). 
 
El término ethos, tiene un sentido mucho más amplio que el que se da a la palabra 
ética. Cuando hablamos de ética, nos referimos a la disposición del hombre en la vida, 
su carácter, forma de ser o modo de vida, costumbre y moral.  El término moral es muy 
importante para entender el concepto del ethos, porque la moral procede del latín 
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‗mos‘, que significa costumbre, habito, conjunto de normas y reglas que se adquieren 
por hábito.  
 
La moral tiene 2 interpretaciones que ha logrado integrar el lenguaje filosófico 
contemporáneo, la primera supone la valoración, actitud, normas y conductas o 
costumbres que regulan al individuo. Sin embargo, cuando se refiere a la ética se habla 
de una ciencia que analiza, estudia a la moral y que ha elaborado diversas teorías y 
maneras de sustentar, en muchos casos de manera muy critica las pretensiones de 
validez de la manifestación moral.  
 
El análisis generado por Diego (2005), «evalúa el efecto de la ética aplicada en una 
persona que permite apreciar que provoca un proceso de transformación en ella cuando 
se adopta con profundidad» (p.23). 
 
La ética permite el estudio de las cualidades, posturas y costumbres que tiene cada 
persona y las clasifica en virtudes, defectos, vicios, acciones licitas, ilícitas, hábitos 
buenos o malos que va forjando el carácter y nos permite mostrar nuestros hábitos, que 
para unos son dignos de imitar y para otros genera alguna crítica por el actuar de este 
individuo.    
 
 Al respecto, el autor Oscar Diego Bautista de la tesis: «La  Ética y la Corrupción en la 
Política y la Administración Pública», comenta que existe una clara diferencia en las fases 
de la ética, como la lógica del bien y del mal, que no todos buscan y que mucho menos 
tienen la voluntad de querer el bien necesariamente. Lograr un cambio radical, es la 
consecuencia de un análisis personal en la búsqueda de la transformación profunda del 
























Fuente: Diego, 2005, p. 24. 
 
3.1.2. LA ÉTICA - HISTORIA 
Cuando los hombres comenzaron a vivir en sociedad, generaron reglas en la búsqueda 
de una conducta moral adecuada para convivir en sociedad, buscando un bienestar 
colectivo. Sin embargo, a pesar de que los diferentes sistemas morales se determinaban 
en base a pautas arbitrarias de conducta, estas fueron evolucionando de forma irracional, 
violando en muchos casos las costumbres religiosas o conductas que primero fueron 
hábitos y luego se impusieron. Posteriormente, se convirtieron en leyes a iniciativa de los 
líderes con el objetivo de prevenir desequilibrios entre ellos.  
 
«La historia de la ética es tan antigua como la historia del hombre; el más primitivo 
de los Homos tenía idea de lo bueno, lo justo, el deber y la virtud, buscando la 
manera de determinar y justificar sus acciones» (Cárdenas, 2001, p.1). 
 
La ética tiene por esencia la historia, porque con ello entendemos que lo ético es 
producto creado por humanos y realizada históricamente por nuestros antepasados a lo 
largo del tiempo. Es preciso señalar que la ética se sustenta en creencias, costumbres, 
confrontaciones, juicios de valor, que nos ha permitido comprender que no está asociada 
a la educación o el conocimiento, sino que es fundamentalmente social. Por ello, 
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entendemos a la ética como un conjunto de normas destinadas a regular las relaciones 
entre los ciudadanos, que se conducen en una sociedad y en muchos de los casos 
consideran a la ética como un conjunto de principios absolutos, hecho sumamente 
alejado de la realidad. 
 
Desde el antiguo Egipto, en los pueblos de la cuenca oriental del mar Mediterráneo, hace  
cuatro mil años antes de Cristo, la sabiduría de Amenemope (escriba del antiguo Egipto), 
recogían las normas morales en los papiros (lamina o soporte de escritura), así como en 
El Libro de los Muertos que era parte de una tradición del Imperio Antiguo, que consistía 
en manuscritos funerarios. 
 
En el Código de Hammurabi, las leyes establecían una proporcionalidad jurídica 
entre la agresión, daño y el castigo, teniendo en cuenta la intencionalidad y la 
clase social a la que pertenecía la víctima y el agresor. El Código de Hammurabi 
diferenciaba tres clases de individuos: los súbditos o siervos, normalmente 
sometidos a cargas agrícolas(muskenun), la élite de hombres libres (awilum), y los 
esclavos (wardum) que podían acceder al status de muskenun comprando su 
libertad. Las leyes intentaban recortar el poder absoluto del cabeza del clan 
familiar en la sociedad mesopotámica, establecido a través de las leyes 
consuetudinarias (de la costumbre), que le permitían incluso ejecutar a cualquier 
miembro de la familia y vender a su esposa e hijos. En esta estructura patriarcal el 
padre solía tener una sola esposa, aunque podía tomar una esclava como 
concubina, los hijos varones se repartían la herencia mientras que las hijas vivían 
en la casa paterna hasta el matrimonio. (Sampedro, A., & Barbón, J.J., 2009, p. 
6).  
El Código de Hammurabi, tiene algunas características principales tales como: la Ley de 
Talión: todo acto negativo tenía una consecuencia en la misma proporción; establecía 
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una justicia interna: la víctima tenía que llevar al acusado a la justicia y el tribunal 
determinaba la sentencia; desigualdad ante la ley: porque se medía la justicia de acuerdo 
con la clase social en la que se encontraban los denunciados.  
 
Sócrates instituye la Mayéutica, que es el arte de ayudar, asimilar conocimientos y 
definiciones, define a la virtud de la ciencia ética como la existencia de valores absolutos 
tales como: el bien, la felicidad y la justicia, principios invariables al momento de 
establecer normas o hábitos. Estos valores los puede alcanzar el hombre a través de la 
inteligencia, la razón y los principios, si lo logra será un hombre sabio y virtuoso. Desde 
los tiempos de la Grecia antigua (año 1200 a. C.), ya se pensaba que para conseguir una 
sociedad buena, justa y honrada, era necesaria la educación.  
 
Santo Tomas de Aquino (1225-1274) seguidor de Aristóteles, une el 
intelectualismo griego y la doctrina cristiana y dice que todo ser obra por un fin, los 
seres sin razón no son libres y tienden a su fin movidos por su instinto, las 
personas son seres con corazón y voluntad libre, son dueños de sus actos por lo 
tanto para alcanzar la felicidad eterna es necesario cumplir nuestros deberes, 
cumpliendo las leyes naturales que nos indican lo bueno y lo malo que la razón 
nos hace diferenciar hasta llegar a la finalidad suprema: la unión con Dios, 
proclamando que la ética adquiere su sentido último y profundo a través de la 
religión. (Cárdenas, 2001, p. 2). 
 
René Descartes, en la Edad Moderna siglos XV a XVIII separa la razón de la fe, entonces 
la ética deja de estar influenciada por la religión. La razón se convierte como única fuente 




En el año 1724, Immanuel Kant revela que el centro de reflexión es el sujeto pensante 
que tiene conciencia de lo que realiza, por lo cual se establece a sí mismo su propia ley 
moral, el ser humano es responsable de sus actos y tiene conciencia que sus acciones 
generaran una consecuencia, ejerce la acción y decide al respecto, no que la razón se 
adecue a la verdad, busca generar conocimientos de las cosas, es el subjetivismo. Por 
ello Kant, critico la razón pura.  
 
3.1.3. LA   ÉTICA POLÍTICA  
La ética y la política buscan el mismo fin, el bien común. Para Aristóteles la política es 
una forma de la moral que supera la moral individual. Para la filosofía católica, la política 
se debe a la persona humana que se rige por la moral. 
 
Serrano (2005), refiere que en su sentido etimológico y ontológico ambos términos 
forman una unidad. No son la misma cosa, pero cada uno de ellos es parte 
necesaria y complementaria de esa unidad, sólo posible por la convergencia y 
síntesis de sus partes. Cada una de ellas, para formar su individualidad, necesita 
el complemento de la otra (p. 12). 
 
La política entendida como quehacer de la polis, es el conjunto de tácticas y estrategias 
es el ámbito en el cual el ethos se realiza como ética. Para los Griegos, no tenía sentido 
que exista la política sin la ética; porque toda política requiere de la ética para su 
desarrollo. La política y la ética establecen una serie de nexos que hacen de ellas un 
complejo tejido: objetivo, intención, adecuación entre medios y fines, justificación racional 
que motiva las acciones que están orientadas a la colectividad. 
 
Es preciso señalar, que la valoración ética en la política no se limita a una comprobación 
de costumbres, sino que se trata de un código cuyos artículos organizan el conocimiento 
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político para determinar si conducen o no al bien común. Qué sucede con la ética en la 
política, es lo que toda la ciudadanía nos preguntamos debido a los hechos de corrupción 
que hemos advertido en nuestro país, tan frecuente en la política lamentablemente.  
 
Hay que reconocer, que existe crisis de confianza y la ciudadanía reclama la sanción de 
los actos de los parlamentarios que van en contra de la ética y que afecta el Estado 
democrático del país. Es importante que para ello, se aplique el Derecho proponiendo 
modificaciones normativas que permitan sancionar con objetividad delimitando la 
conducta como falta y que la sanción se encuentre tipificada en el Código de Ética, 
porque de la forma como se viene evaluando la conducta de los congresistas, no se 
respetan los principios que rigen el debido proceso, ya que se aplican sanciones sin tener 
en cuenta que para ello el principio de legalidad y el sub principio de taxatividad recorren 
y determinan el contenido y la dimensión del poder sancionatorio del parlamento (sede 
política).   
 
Asimismo, creo necesario que la sociedad afronte un consenso ético que sea el sustento 
que dirija la conducta de los representantes del proceso político. Para lograr este objetivo 
fundamental, es importante establecer un proyecto que tenga como elementos la 
educación, ejemplo y el compromiso de promover la ética parlamentaria que es una 
responsabilidad compartida.  
 
3.1.4. LA ÉTICA EN LA FUNCIÓN PÚBLICA 
Los valores y principios que deben poseer los servidores públicos, es un requisito 
imprescindible porque su función está orientada al servicio a la Nación con un alto nivel 
de eficiencia, promoviendo el dialogo con la ciudadanía con una visión de la función 
pública basada en la probidad y la transparencia. La falta de ética alimenta la corrupción 
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porque genera un abuso o mal uso del poder, se debe limitar al máximo que se susciten 
conflictos de interés.  
 
Al respecto, es importante que en toda institución pública prevalezcan los valores de: 
representación, legalidad y legitimidad, tolerancia, integridad, probidad, lealtad, idoneidad 
y veracidad, recordar su cumplimiento nos permitirá trabajar con mayor eficiencia que es 
el fin de todo servidor público  
 
Un tema importante es que en nuestro país no se suelen mantener a funcionarios de 
carrera en puestos de alta dirección, lo usual es que cada gobernante designa a su  
personal de confianza. Sin embargo, a pesar de ser personal de confianza terminan 
siendo involucrados en actos de corrupción, que ponen en duda la ética bajo la que estos 
servidores realizan sus actividades. La ética de los funcionarios es analizada, evaluada y 
replanteada de manera constante en toda organización o institución, pero a pesar de los 
múltiples esfuerzos por brindar charlas de capacitación o cursos en relación a la ética del 
funcionario público o la implementación de reglamentos o códigos dirigidos a este sector, 
no se ha logrado interiorizar la conciencia y el corazón de las personas para que puedan 
tener un real cambio de actitud. 
 
OBJETO DE LA ÉTICA PÚBLICA 
La Ética Pública postula, que las personas que ocupan un cargo o realicen una función 
pública lo asuman con diligencia y honestidad teniendo en cuenta que tienen la gran 
responsabilidad de trabajar buscando el bien común. Una postura autentica de la ética 
requiere un profundo cambio de actitud, que impida pensamientos que van en contra y/o 




Para Rodríguez-Arana, citado por Oscar Bautista (2005) El objetivo material de la 
ética serían los actos humanos de funcionarios públicos, la rectitud moral de la 
actuación del funcionario y propone cultivar la inteligencia en valores y moderar el 
carácter de los gobernantes, y si bien ésta es importante en cualquier disciplina, lo 
es más en la política y en la administración pública porque ambas son 
responsables de conducir los asuntos de un Estado (p. 6). 
 
Las prácticas éticas deben ser aplicadas como parte del desarrollo económico y político 
de todo Estado. Sin embargo, es necesario buscar el equilibrio adecuado entre la razón 
de nuestras acciones orientados a fines nacionales justos y democráticos. El Estado tiene 
un compromiso de que sus acciones estén orientadas bajo un marco legal, ético y con 
principios morales que orienten e integren las políticas públicas que rigen a la sociedad.  
 
Para Hans Kung, citado por Oscar Bautista (2005) el fin de la ética en política 
tiene un fin noble que es rescatar la dignidad humana, el hombre ha de ser más 
de lo que es, ha de ser más humano. El hombre ha de explotar su potencial 
humano, en aras de una sociedad humana y un ecosistema intacto, cambiando 
básicamente su rumbo de actuación. Su humanidad en potencia es muy superior 
a su humanidad en acto. En este sentido, el realismo del principio de 
responsabilidad y la ‗utopía‘ del principio de esperanza se reclaman mutuamente 
(p. 49-50). 
 
Es importante tener en cuenta, que el accionar del servidor público está orientado a cubrir 
las demandas y requerimientos de las ciudadanía en general, no llegan al poder a servir 
intereses privados, sino generales. La confianza que debe lograr este servidor público por 
parte de la  comunidad no solo se va a lograr con más normas que obliguen su 
cumplimiento, sino impulsando el reconocimiento de los hábitos y convicciones 
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personales. Como lo señala Aristóteles «hay tres cualidades que deben tener los que van 
a ocupar las supremas magistraturas: la lealtad para la constitución establecida; la  
capacidad que tenga para afrontar las responsabilidades del cargo que ostenta, la virtud y 
justicia». 
 
3.1.5. EL CÓDIGO DE ÉTICA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA 
La Ley Nº 27815, Ley del Código de Ética de la Función Pública; el Decreto Supremo N° 
033-2005-PCM que aprueba su Reglamento, tiene como objetivo establecer principios, 
deberes y prohibiciones éticos sobre los cuales deben regirse los servidores y 
funcionarios públicos hacía un desempeño eficiente, logrando una mejor atención al 
ciudadano priorizando y optimizando el buen uso de los recursos públicos. Es preciso 
señalar, que toda institución pública se rige bajo esta normativa. 
 
La Presidencia del Consejo de Ministros- PCM, en el año 2012 aprueba la Directiva N° 
001-2012-PCM/SGP de la Secretaria de Gestión Pública de la Presidencia del Consejo 
de Ministros, mediante el cual suscribe los «Lineamientos para la promoción del Código 
de Ética de la Función Pública», que es de obligatorio cumplimiento en toda entidad 
pública.  Esta norma, busca establecer los mecanismos para otorgar el Reconocimiento a 
las Prácticas de Buen Gobierno en las Entidades del Poder Ejecutivo, y los lineamientos 
destinados a la promoción del Código de Ética, la transparencia y la participación 
ciudadana. Con esta iniciativa, el Estado busca premiar las buenas prácticas que se 
proponen e impulsan en las instituciones públicas, dirigidas a los funcionarios y 
servidores para que destaquen por su comportamiento ético, que debe ir de la mano con 




3.1.6. LA MORAL 
Este conjunto de normas que se origina en las costumbres o los hábitos absolutos que 
tiene una persona o un grupo, van formando la ―manera de comportarse‖ frente a 
diversas situaciones que se presenta a lo largo de nuestra vida cotidiana y estos se 
reflejan a libre albedrío en  los grupos sociales, laboral, amical, familiar y académico. La 
vida es el conjunto de diferentes actos que aprendemos y experimentamos desde nuestro 
hogar en diversas fases hasta construir nuestra moral y somos formados en valores que 
retroalimentamos día a día en la búsqueda de objetivos. Se clasifica en la moral objetiva 
y subjetiva, la objetiva es la que determina la tradición y costumbres de una determinada 
sociedad y que no dependen del individuo, la subjetiva que refiere las decisiones propias 
de cada individuo.  
 
Al respecto, Matias Petroff (s.f.) refiere que «es Cicerón quien transforma el adjetivo 
(éthikós) en moralis (de la raíz mos o mores, que significa así mismo costumbre -término 
que prevaleció por ser el más usado). Con la filosofía Escolástica recobra su 
sustantividad como morale o indistintamente Ethica. En las lenguas modernas los 
nombres de Moral y Ética en su uso filosófico, referirán generalmente lo que es la 
investigación sobre usos y costumbres». 
  
 La moral tiene que ver con las costumbres, eso es precisamente lo que 
significa la voz latina mores; y también con las órdenes, pues la mayoría de los 
preceptos morales suenan así: como debes hacer tal cosa, o ni se te ocurra 
hacer tal otra. Moral, es el conjunto de comportamientos y normas que tú, yo y 
algunos de quienes nos rodean solemos aceptar como válidos. De ahí que se 
pueda entender la máxima latina de: dura lex sed lex (dura es la ley pero es la 
ley) y solamente es válida si su cumplimiento genera un cambio de 
costumbres.  (Petroff, s.f., p. 16) 
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La Real Academia Española – RAE, señala que el termino moral radica en las acciones 
de cada individuo, como obra en cada situación que afronte cuando considera que esta 
bien o mal un determinado acto.  La moral, se deriva del término ‗mores‘, ‗costumbre‘. Por 
ello, la ética y la moral son empleados indistintamente.  
 
Cuando hablamos de la moral nos referíamos a la conciencia o guarda relación con ella, 
lo que se refiere a la mente, es opuesto a lo físico, corporal y material. Es la ciencia, que 
se ocupa de los actos humanos y procura establecer lo que está bien y lo que está mal, 
ante la percepción de cada individuo y su formación en el hogar. 
 
Sanín (2002) señala que dentro de la ética se diferencia entre aquella que traza 
una normatividad para el individuo en sus conductas estrictamente personales y la 
que determina el comportamiento en lo público, en lo político: es decir, lo 
relacionado con el poder, con el Estado y su manejo, con el gobierno. La ética 
política se refiere entonces a las relaciones de poder con los demás. Depende de 
la concepción que se tenga del Estado, de la sociedad, del gobierno. En este 
sentido hablamos de la ética política como un sistema normativo, de los 
procedimientos, valores o conductas que rigen la obtención del bien común, o de 
la ética democrática: la que se inspira en los valores democráticos y se realiza en 
los procedimientos políticos propios de la democracia. (p. 49-50) 
 
3.1.7. LOS VALORES 
El valor, es un término que proviene del latín «valoris». En la actualidad nuestro país vive 
en una crisis constante de valores, donde las personas proceden de acuerdo a sus 
necesidades y requerimientos inmediatos. Esta actitud nos hace pensar que sobreviven 
sin importarles las consecuencias de sus actos, ante el prójimo o hay poco tiempo para 
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reflexionar acerca de los valores que debemos postular para vivir en armonía, volvemos 
al mismo punto no buscamos el bien común, sino el personal.  
 
Esta carencia de principios es un problema que ataña a nuestra sociedad desde las altas 
esferas del gobierno hasta los ciudadanos comunes, quienes se han sumergido en una 
cultura egoísta, no piensan en los demás, lo que afecte al otro dejo de ser importante 
para nuestra sociedad y el único interés visible es solucionar sus propios problemas y/o 
intereses personales como para pensar en el bien común.  
 
Lamentablemente, este egoísmo y desinterés genera que el Perú no pueda desligarse de 
3 temas importantes: el subdesarrollo, la violencia y la corrupción, nuestra democracia 
está aún débil y los ciudadanos todavía no conceptualizamos de manera correcta qué es 
la democracia, la gobernabilidad y el respeto a los demás.  
 
Sin embargo, es importante la restitución de los valores fundamentales, como lo 
menciona Laferére de Pinedo, Sofía «el amor a la patria, la solidaridad, la virtud del 
civismo,  y la honestidad, deben ser los pilares de la educación cívica de los ciudadanos, 
en la familia y en los diversos estamentos de la sociedad. Especialmente, en los medios 
de comunicación que en líneas generales, dejan mucho que desear al respecto».  
(INCEP, 2011, pág. 11).  
 
Es necesario, que practiquemos los valores democráticos en busca de una sociedad en 
paz, armonía y tranquilidad y rescatar los valores es parte de este trabajo en conjunto, 
para lograr el funcionamiento democrático en nuestro país, donde prime la libertad; los 
derechos civiles, políticos, sociales; la justicia, la tolerancia; la solidaridad y la igualdad; 




Para logar el bien común, se debe tener en cuenta tres principios de todo ordenamiento 
democrático: Legitimidad, consenso y representación que es la piedra angular en un 
Estado democrático. 
 
3.1.8. LA CORRUPCIÓN 
Los más grandes pensadores del mundo antiguo vieron y estudiaron la corrupción como 
uno de los aspectos que deteriora y debilita al Estado y efectivamente ello se ha 
demostrado a nivel mundial, las personas han ido perdiendo la confianza en las 
instituciones, debido a actos de corrupción que hemos visto ocurrir en diversos niveles de 
gobierno. Sin embargo, aún existen sectores donde se cree que la corrupción está 
relacionado a un tema  espiritual- religioso, moral e individual.  
 
Para Ballén (1994), la corrupción vista desde las perspectivas de la función 
pública, es por excelencia un problema político, sociológico y económico, no es un 
asunto meramente moral del individuo. Es un problema político, que definimos 
como el acto ilegal, ilícito e ilegítimo por medio del cual todo ciudadano busca 
obtener un resultado que le satisfaga sus ambiciones económicas o políticas. 
 
Para el autor la corrupción no solo se presenta de manera informal, sino que se puede 
encontrar en los diferentes instrumentos normativos que impulsa el Estado, que ante su 
cumplimiento tiene una apariencia de legalidad. Sin embargo, se puede observar que la 
motivación de estas normas está destinadas a favorecer a un grupo de poder, en la 
ambición de poseer bienes y riqueza, no importando los medios que se utilicen para 
lograrlo, aun cuando tienen que defraudar a sus electores. 
 
Para el italiano Gianfranco Pasquino, la corrupción es como el fenómeno por medio del 
cual un servidor público, es impulsado a actuar en modo distinto de los estándares 
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normativos que la administración pública establece para su personal, esta acción la 
realiza para favorecer intereses personales, que le van a generar una recompensa. Por lo 
cual, Pasquino refiere que la corrupción es el comportamiento ilegal de aquel que ocupa 
un papel en la estructura estatal, para satisfacer problemas particulares. 
 
Delia Ferreira, citada por Ballén Rafael (1994) enfatiza que «hay áreas de 
conducta moral de los funcionarios, de los que no se escapan los parlamentarios, 
que han generado notorios escándalos y contribuido al decrecimiento general de 
la sociedad en los políticos, por ejemplo, las relacionadas con la vida familiar y 
sexual de los funcionarios y políticos».  
 
En el caso peruano esta inconducta no está expresada nítidamente en el Código de Ética 
Parlamentaria, por lo cual, es pasible de ser absuelto el infractor. En el mundo actual, la 
preocupación por la creciente corrupción en la función pública, las áreas sensibles cuya 
regulación jurídica se propone están íntimamente vinculadas entre el dinero y la política. 
Por ello, la gran importancia que en el Código de Ética Pública se prohíban los conflictos 
de intereses, las incompatibilidades y se determine la correcta aplicación y publicación de 
las declaraciones patrimoniales, que en nuestro país lo han regulado como ‗Declaración 
de Interés‘, que no es contrastado con la realidad jurídica y económica del declarante. 
 
Por su parte, Iguíñez (2002) menciona que «La corrupción es algo mucho más amplio y 
más de fondo que robarse el dinero de una institución. Desde la perspectiva del bien 
interno de las instituciones, de su función, de aquello por lo cual deben ser respetadas, la 
corrupción es desviar a las instituciones de sus fines personales o grupales» (p. 23). 
 
Cabe indicar, que el Índice de Percepción de la Corrupción (2018), elaborado por la 
Organización Transparency International, demuestra la falta de capacidad de la mayoría 
 
35 
de países para controlar la corrupción, que contribuye a una crisis de la democracia a 
nivel mundial.  
 
Debido al análisis realizado por Transparency International, su presidenta Delia Ferreira 
Rubio (2019) señalo:  
 
Nuestra investigación, establece un vínculo muy claro entre el hecho de contar 
con una democracia saludable y el éxito en la lucha contra la corrupción 
enquistada en el sector público. La corrupción tiende a incrementarse, cuando la 
democracia se sustenta sobre cimientos débiles y como hemos visto en muchos 
países, cuando los políticos antidemocráticos y populistas tienen la oportunidad 
de utilizarla para su beneficio y no para lograr un progreso real en la lucha contra 
la corrupción, fortaleciendo la democracia en todo el mundo. En ese sentido, la 
organización insta a todos los gobiernos a: Fortalecer las instituciones 
responsables de mantener el control y el equilibrio sobre el poder político y 
garantizar que puedan actuar sin intimidaciones; reducir la brecha entre la 
legislación existente contra la corrupción y su práctica y su aplicación real; apoyar 
a las organizaciones de la sociedad civil para fomentar la participación política y la 
supervisión del gasto público por parte de la ciudadanía (Asociación Civil 
Transparency International 2019).  
 
El portal al que hago referencia en el párrafo anterior, indica que el Perú se encuentra en 
el puesto 105 del índice de percepción de la corrupción durante el año 2018, obteniendo 






N° COUNTRY REGIÓN 2018 2017 2016 2015 
05 Peru  Americas 35 37 35 36 
Fuente: Asociación Civil Transparency International (2018).  
 
En definitiva, la corrupción carcome las bases sociales, políticas, económicas y culturales 
de una sociedad. Por lo tanto, la solución a este problema está en nosotros mismos. El 
Estado asume un rol protagónico en esta difícil tarea, siendo parte de diversos acuerdos 
nacionales e internacionales que permiten enfrentar este terrible mal endémico que es la 
corrupción, un ejemplo de esta iniciativa en nuestro país es el Decreto Supremo N° 005-
2019-PCM, con el cual el gobierno oficializó la denominación del año 2019 como: «Año 
de la Lucha contra la Corrupción y la Impunidad», a través del cual, se buscó un rol más 
protagónico de la sociedad civil, frente a hechos de corrupción. 
  
VIII CUMBRE DE LAS AMÉRICAS 
El 14 de abril de 2018, nuestro país fue el anfitrión de este importante acontecimiento en 
el cual participaron los Jefes de Estado de diversos países: Antigua y Barbuda, Argentina, 
Bahamas, Belize, Bolivia, Brasil, Canadá, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Dominica, 
Ecuador, El Salvador, Estados Unidos de América, entre otros, el tema central de la 
conferencia fue la «Gobernabilidad Democrática Frente a la Corrupción», al finalizar el  
evento  los representantes de cada país suscribieron un compromiso, los Jefes de Estado 
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y de Gobierno del Hemisferio reunidos en Lima, Perú, enfatizaron que las medidas de 
prevención y el combate frontal a la corrupción es fundamental, para fortalecer la 
democracia y el Estado de derecho en los países. Convención de las Naciones Unidas 
contra la Corrupción- CNUCC y la Convención Interamericana contra la Corrupción-CICC 
(2018). 
 
Por otro lado, como parte del desarrollo del Acuerdo de Gobernabilidad 
Democrática, se comprometieron a fortalecer la gobernabilidad democrática, 
orientado a la ética y transparencia; desarrollando una cultura de transparencia, 
participación ciudadana, prevención de la corrupción para el fortalecimiento de los 
valores democráticos y cívicos desde la primera infancia y a lo largo de toda la 
vida, implementando programas de enseñanza y aprendizaje en los diferentes 
niveles de los sistemas educativos. La educación, es un pilar muy importante para 
un cambio de conducta, la formación y el interés de la ciudadanía en general. 
Asimismo, integrar programas de educación continua y promover códigos de 
conducta para los servidores públicos,  que contengan altos estándares de ética, 
probidad, integridad, transparencia, tomando como referencia los Lineamientos 
para la Gestión de Políticas de Integridad en las Administraciones Públicas de las 
Américas, e instar al sector privado a desarrollar códigos de conducta similares 
(VIII Cumbre de las Américas, 2018). 
 
3.1.9. LA GOBERNABILIDAD 
Es la coordinación, colaboración y entendimiento que se da entre los representantes del 
Estado (actores políticos) y la sociedad civil, este binomio posibilita las acciones de un 
gobierno que brinda una respuesta eficaz del sistema político, en atención a las 




Sobre el origen de este término, tiene muchas versiones. Una de ellas es de Hewitt C. 
(1998) quien refiere que «el término ‗governance‘, es una palabra de origen anglosajón 
que se utilizaba para referirse a una autoridad dentro de una determinada esfera política 
y social. Como parte de todo proceso político, la ‗gobernabilidad‘ tiene como objetivo 
buscar consenso, obtener el consentimiento para llevar a cabo un programa, en un 
contexto donde sólo debe primar intereses orientados al bien común.  
 
Lo evidente, es que en 19990 este término se empezó a usar con mucha fuerza. Todo 
ello se producía en el contexto de un cuádruple proceso: programas de estabilización y 
ajuste; reforma del Estado; institucionalización democrática y la creciente globalización. 
 
Según Achard y Flores (1997), en un trabajo realizado sobre el tema y consultado 
con grandes pensadores de la talla de Sartori, Urquidi, entre otros, señala algunas 
ideas sobre gobernabilidad: La gobernabilidad como la eficiencia del gobierno y 
del Estado, para formular y aplicar políticas económicas, administrando la función 
pública; como el grado de sustentación social que alcanzan las políticas públicas 
en medio de los ajustes modernizadores; como variable política que resulta de la 
capacidad decisoria que emerge de las reglas de juego de cada democracia, y de 
las respectivas dotaciones de decisionalidad, representación y participación 
políticas que egresen de su sistema de gobierno, de su sistema de partidos, y de 
sus sistemas electorales.  
El Instituto Nacional de Estadística e Informática- INEI, organismo central y rector del 
Sistema Estadístico Nacional, es el encargado de normar, planificar, dirigir y coordinar las 
actividades estadísticas oficiales del Perú. Cuenta con diversas publicaciones y elaboró el 
Informe Técnico Perú: Percepción Ciudadana sobre Gobernabilidad, Democracia y 
Confianza en las Instituciones del periodo enero-junio del 2019, el cual advierte que la 
delincuencia y la corrupción son los principales problemas que afronta el país, como su 
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máxima preocupación que pretende erradicar. Asimismo, precisa que más del sesenta 
por ciento de la población (63.7%), ubica a la corrupción como la principal preocupación. 
La corrupción percibida por la población es el principal problema del país, porque está 
vinculada al poder político, conflicto de intereses, tráfico de influencias, cobro de 
porcentajes sobre contratos y licitaciones, malversaciones, descuentos compulsivos, 
entre otros. A continuación, presento algunos de los cuadros que representan 
gráficamente la percepción de la ciudadanía. 
 
Fuente: Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) - Encuesta Nacional de Hogares. Módulo: Gobernabilidad, 




Fuente: Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) - Encuesta Nacional de Hogares. Módulo: Gobernabilidad, 














4.1.1. LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ 
La Constitución establece en su Artículo 2, inciso 24, literal d) «Nadie será procesado, ni 
condenado por acto u omisión que, al tiempo de cometerse no este previamente 
calificado en la ley, de manera expresa e inequívoca, como infracción punible; ni 
sancionado con pena no prevista en la ley» (…). También ha sido establecido por el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos: Declaración Universal de Derechos 
Humanos, en su artículo 11° numeral 2; Convención Americana de Derechos Humanos, 
artículo 9°; Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 15°.  
 
Del mismo modo, en sede administrativa cuando nos referimos a un proceso 
administrativo sancionatorio la Ley N° 27444 artículos 230.1 y 230.4, establece que todas 
las instituciones se deben regir por los principios de legalidad y tipicidad. 
 
El Tribunal Constitucional a través de la Sentencia N° 0156-2012-PHC/TC, César 
Humberto Tineo Cabrera, señala que en sede parlamentaria, se ejerce una función 
política por lo que la ley se aplica como parte del control y sanción que está regulada por 
la Constitución, el principio de legalidad y el subprincipio de taxatividad, ello evita la 
arbitrariedad en materia de sanción, en sede política. Asimismo refiere que la taxatividad 
no es solo para los delitos, también para las infracciones constitucionales en este caso, el 
Artículo 95 de la Constitución Política del Perú señala que: «las sanciones disciplinarias 
que impone el Congreso de la República a los representantes y que implican suspensión 
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de funciones, no pueden exceder de ciento veinte días de legislatura». Por lo que, debe 
existir una clara y oportuna tipificación de la conducta (acción u omisión) que genere 
responsabilidad política en el parlamentario, ante una infracción constitucional que debe 
estar previamente tipificada.  
 
En un Estado Constitucional de Derecho, se privilegia los derechos fundamentales 
y la dignidad de la persona humana, que tiene como fin toda institución estatal. 
Para remarcar ello, el Artículo 1° de la Constitución Política del Perú, señala que: 
«La defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad, son el fin 
supremo de la sociedad y del Estado». La ley establece que toda restricción de 
los derechos fundamentales, debe realizarse mediante reglas que respeten la 
dignidad del ser humano.  
 
En este mandato se constituye el principio de legalidad, que es el cimiento más 
importante del derecho en general, busca evitar la arbitrariedad y garantizar la libertad de 
los ciudadanos que debe primar en todo Estado de Derecho. Este importante principio, 
representa las garantías que el individuo posee frente a toda acción punitiva, que 
establece el Estado, la inhibición del principio de legalidad en toda norma, vulnera las 
garantías penales y constitucionales del sujeto, considerando que las leyes son la 
principal fuente de derecho, en todo ordenamiento jurídico.  
 
El principio de legalidad, ha sido contemplado por diversas instituciones internacionales 
que determinan su primacía, tal como lo determina  el artículo 8° de la Declaración de los 
Derechos del Hombre y del Ciudadano; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos; la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. En 




Es preciso tener en cuenta, que nuestra Carta Magna hace referencia el cumplimiento del 
principio de legalidad y taxatividad, al señalar que «toda ley debe estar calificada de 
manera expresa e inequívoca», ello establece dos precisiones importantes: toda norma 
que establece sanciones debe estar debidamente delimitada, clara, sin ambigüedades, 
en lenguaje simple para ser interpretado por todo ciudadano. Asimismo, las sanciones 
dirigidas para los delitos deben estar consignadas en el Código Penal determinando el 
quantum y la clase de pena que corresponda. 
 
El principio de legalidad, utiliza el término infracción y ello lo subsume en el ámbito penal 
y administrativo (delitos y faltas) así como, en todas las áreas donde se tenga que aplicar 
el derecho, ello supone la restricción de derechos fundamentales. 
 
Como lo señala Gaceta Jurídica (2005) el principio de legalidad, al establecer la 
ley escrita, requiere descubrir una conducta humana determinada dirigiéndose al 
conjunto de los ciudadanos y aplicadores de la ley penal. Las conminaciones 
penales que son parte del Derecho positivo se convierten en certidumbre jurídica 
y, como tal, en orientadoras: El sujeto quiere saber cómo ha de comportarse 
según las exigencias del Derecho en determinadas relaciones sociales o 
situaciones de la vida, y qué comportamiento puede esperarse o pretender de los 
otros; con otras palabras: qué hechos y obligaciones existen para él, y qué 
consecuencias jurídicas de su comportamiento se tiene que contar (La 
Constitución Comentada, 2005, p. 108).  
 
4.1.2. REGLAMENTO DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
Este importante documento, se ampara en el Artículo 94 de la Constitución Política del 
Perú, determina la vida del parlamento, constituye una referencia importante en el estudio 
y análisis de la institucionalidad parlamentaria, es la fuente normativa más directa, 
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cuando hablamos del Derecho Parlamentario. El Reglamento del Congreso, tiene fuerza 
de ley, mediante el cual se establece la organización parlamentaria y el servicio 
parlamentario. Del mismo modo, regula todo procedimiento parlamentario, las 
modificaciones al Reglamento se solicitan como una propuesta legislativa y siguen el 
mismo procedimiento. Sin embargo, la coyuntura actual nos ha permitido darnos cuenta 
que este instrumento normativo también posee vacíos, que en muchos de los casos se 
cubren con prácticas parlamentarias a lo largo de su historia.  
 
Este importante órgano representativo de la Nación, tiene como misión realizar funciones 
legislativas, de control político y demás que establece la Constitución Política del Perú, su 
labor se orienta en la soberanía y autonomía, respaldada en el Artículo 3º del 
Reglamento del Congreso, que establece: «El Congreso es soberano en sus funciones, 
tiene autonomía normativa, económica, administrativa y política».  
 
4.1.3. ESTATUTO DE LOS CONGRESISTAS DE LA REPÚBLICA 
El congresista es un representante de la Nación y un funcionario público que está sujeto 
a prohibiciones y privilegios, en el desempeño de su función como ciudadano. Estas 
restricciones, prerrogativas, deberes y derechos que lo acompañan durante el periodo 
parlamentario por el que es elegido  (5 años), se encuentran tipificados en los artículos 
90° al 96° de la Constitución Política, así como en los artículos 13° al 25° del Reglamento 
del Congreso, denominado Estatuto de los Congresistas. 
 
Los congresistas no pueden renunciar a su cargo, el mandato legislativo es irrenunciable, 
de acuerdo a lo establecido en el artículo 95 de la Constitución Política del Perú, 
asimismo, deben dedicarse de manera exclusiva al cargo, teniendo en cuenta, las 
incompatibilidades que está señaladas en el Artículo 92 de la Constitución Política del 
Perú; Artículos 18 y 20  
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del Reglamento del Congreso y Artículo 4 del Código de Ética Parlamentaria, así como, 
las prohibiciones durante el ejercicio de su labor congresal. 
 
Los parlamentarios tienen prerrogativas, tales como: no están sujetos a mandato 
imperativo; la inmunidad al arresto; la inmunidad al proceso; la inviolabilidad de opinión y 
la inviolabilidad del voto. 
Los derechos funcionales que tienen son: pueden participar con voz y voto en las 
sesiones Plenarias y Comisiones; solicitar información a las diversas instituciones del 
Estado; presentar iniciativas de ley; tener una remuneración; al respeto y las atenciones 
que correspondan; a requerir licencias cuando lo requiera y contar con personal para el 
apoyo de su labor. 
 
Los parlamentarios están sujetos a Deberes y Derechos Funcionales, señalados en los 
artículos 22° y 23° del Reglamento del Congreso, que son de estricto cumplimiento 
durante el desempeño de su labor como representantes de la Nación. 
  
  En  relación  al  objeto   de  estudio   de  esta investigación,  debo   precisar   lo  
 señalado en  el artículo 23°  del  Reglamento  del Congreso: «Los Congresistas  
 tienen la obligación: 
b) De cumplir y hacer cumplir la Constitución Política y las leyes del Perú, así 
como respetar el presente Reglamento del Congreso. 
c) De mantener una conducta personal ejemplar, de respeto mutuo y tolerancia, y 
observar las normas de cortesía de uso común y las de disciplina parlamentaria 
contenidas en este Reglamento» (Reglamento del Congreso de la República, 
2018, págs. 26-28).  
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SISTEMA DE SANCIONES DISCIPLINARIAS 
Toda institución establece el procedimiento a seguir, ante el incumplimiento de sus 
normas internas, que trae como consecuencia una  sanción disciplinaria ante la 
inconducta de los servidores o funcionarios. En el caso del Congreso de la República, el 
tipo de sanción para los parlamentarios se establece en el  artículo 24° del Reglamento, 
estos pueden ser por actos de indisciplina, los cuales serán impuestos mediante 
amonestación escrita y reservada; amonestación pública a través de una resolución 
legislativa que se publica en el diario oficial El Peruano; suspensión en el ejercicio del 
cargo y descuento de sus haberes de 3 a 120 días de legislatura, que también precisa la 
Constitución Política en su artículo 95°. Sin embargo, el Reglamento no precisa que la 
destitución es una sanción, en cumplimiento al procedimiento establecido para el 
desafuero (Artículo 16° del Reglamento).  
Tipos de sanciones previstas 
Recomendación pública a través del portal del Congreso de la República. 
Amonestación escrita pública entregada al congresista sancionado y publicada en el 
portal del Congreso de la República. 
Amonestación escrita pública con multa, entregada al congresista y difundida. Las 
multas pueden ser de una a dos UIT y por cada reiteración se incrementará 1 UIT 
adicional. 
Recomendación al Pleno para la  suspensión en el ejercicio del cargo y descuento de 
sus haberes desde los 3 hasta 120 días de legislatura (no se establecen escalas) 
Fuente: El Comercio. 
 
Asimismo, el último párrafo del artículo 24 del Reglamento del Congreso, establece que 
en la determinación precisa de la sanción quienes deban proponerla actuarán con criterio 
de conciencia, constituyendo precedente para ser aplicable en casos similares. Sin 
embargo, en la Comisión de Ética no cuentan con estos expedientes anteriores y menos 
aún la información digitalizada y publicada en el portal del Congreso de la República, lo 
cual debería servir de precedente, ante casos que se presentan con cierta regularidad. 
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En relación a la ‗determinación precisa de la sanción‘, el Código de Ética Parlamentaria 
no cumple el principio de legalidad, taxatividad, ni proporcionalidad, porque no determina 
las sanciones y faltas plenamente identificadas y tipificadas, ni la gradualidad de las 
mismas. Asimismo, para determinar la sanción se establece que quien la proponga en 
este caso la Presidenta de la Comisión de Ética, debe actuar con criterio de conciencia, 
instaurando un precedente para ser aplicado en otros casos, pero no establece que tipo 
de sanción corresponde a que falta, tampoco se cuenta con un registro de precedentes 
de sanciones impuestas a los parlamentarios, que se debería de tener en cuenta para la 
imposición de la sanción, no hay seguimiento, ni registro general, por parte del Congreso 
de la República, hecho que, dificulta realizar una investigación académica, al respecto.  
 
4.1.4. CÓDIGO DE ÉTICA PARLAMENTARIA 
El Código de Ética Parlamentaria, se creó mediante la Resolución Legislativa N° 021-
2001-CR, del 16 de julio del 2002, el cual fue modificado por las Resoluciones 
Legislativas del Congreso Nos. 016-2003-CR (que adiciono el inciso d) al artículo 35 del 
Reglamento) y 008-2004-CR, tiene como finalidad establecer normas que regulan la 
conducta del parlamentario en el desempeño de su cargo, previene faltas contra la ética y 
establece los mecanismos de investigación y sanción, tal como lo determina en su  
artículo 8: «es la encargada de promover y prevenir los actos contrarios a la ética 
parlamentaria, absolver consultas y resolver en primera instancia las denuncias que se 
formulen de acuerdo con el Código de Ética Parlamentaria». Este instrumento normativo,  
cuenta con VII capítulos y finaliza con dos Disposiciones Finales y Transitorias. 
 
La Comisión de Ética, está conformada por diez congresistas, su mandato es por dos 
años, su composición es proporcional y su designación permite se renueve por un 
periodo adicional. Este grupo de trabajo, forma parte de la organización parlamentaria del 
Congreso, que tiene por objeto velar por el cumplimiento de las normas y principios de la 
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ética parlamentaria, la probidad y la transparencia en los actos y acciones realizadas por 
los congresistas. Las sesiones son públicas y puede iniciar investigaciones de oficio, a 
pedido de parte y las que llegan por acuerdo del Pleno. 
 
Shopenhauer recuerda: Que puede imponerse a los hombres la legalidad, pero no 
la moralidad se puede cambiar la conducta, pero no la propia voluntad, a la que 
únicamente corresponde valor moral.  
 
Precisamente, el valor moral que no se puede observar a simple vista antes de 
elecciones o que no evaluamos a través de las hojas de vida del candidato, es lo que 
percibimos cuando ya han sido elegidos y empiezan su labor como parlamentarios. Sin 
embargo, considero que esta realidad puede cambiar, si los ciudadanos nos 
preocupamos en emitir un voto informado y responsable. 
 
En consecuencia, la moralidad que juzgue y que dictamine la Comisión de Ética, 
debe estar conforme a los supuestos y principios propios del Estado de Derecho y 
no  exenta del marco legal. El Perú es una república, cuyos ciudadanos y 
autoridades están sujetos por igual a un Estado de Derecho. Nuestra aspiración 
constitucional no es un Estado Ético y por esta razón la ley es garantía de la 
libertad y límite ante la pasión vehemente o el celo ético. (Delgado, 2012, p. 558) 
 
Efectivamente, como ya lo ha recomendado el Tribunal Constitucional y el Poder 
Judicial, a través de sus diversas sentencias, señalan que el debido proceso se debe 
respetar también en sede parlamentaria, por lo que, deben tener en cuenta los 
principios de legalidad, taxatividad, defensa y motivación para la aplicación de la 
sanción que evalúan aplicar al parlamentario que incumple con la normativa 
establecida para tal fin.  
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En consecuencia, una vez determinado el hecho imputado, corresponderá evaluar si la 
conducta que se le imputa al congresista, constituye una infracción ética que establece 
una sanción y si está tipificada en el Código de Ética.  
 
4.1.5. TITULAR DE LA DENUNCIA ANTE LA COMISIÓN DE ÉTICA PARLAMENTARIA 









Una vez ingresada la denuncia a la Comisión de Ética, el presidente da cuenta de la 
denuncia, si se omite algún requisito el titular de la denuncia tiene 5 días hábiles para 
subsanar, si no lo realiza en ese plazo pasa al archivo. La comisión tiene 20 días hábiles, 
para evaluar la denuncia y determinar si merece iniciar investigación. Sin embargo, la 
Comisión puede realizar indagaciones preliminares relacionadas al hecho convocando a 
las partes o proponer un acuerdo conciliatorio, de ser posible. Cuando ha culminado la 
etapa indagatoria, la comisión tiene que determinar 2 cosas: comprobar el hecho y que 
ha infringido los principios establecidos en el Código de Ética y si las pruebas 
presentadas por el denunciante, permiten iniciar la investigación. 
  
Titulares: 
 Uno o varios congresistas. 
 Persona natural o jurídica afectada por la 
conducta del parlamentario. 
 De oficio, la Comisión de Ética Parlamentaria, 
por acuerdo de la mayoría simple de sus 
miembros. 




 Nombre del denunciante. 
 Documento de identidad. 
 Domicilio. 
 Nombre del denunciado. 
 Fundamentos de hecho y de derecho (relación lógica entre 
 hechos y denuncia). 
 Acompañar medios probatorios que sustenten la denuncia 
 Señalar el representante si son más de dos denunciantes (de  
    no consignar este dato se presume que el representante es el     

















Fuente: Manual del Parlamento. 2012. 
 
 
La Comisión de Ética, en un plazo de veinte días útiles debe dar inicio a la investigación, 
convoca a las partes y inicia la fase conciliadora entre ambos (solo cuando se trata de 
denuncias de congresistas y de contenido personal). Al respecto, es preciso indicar que 
por la cantidad de denuncias que se encuentran pendientes en la comisión, se advierte 
que en la etapa de investigación preliminar, no se cumple el principio de celeridad que 
establecen en su Artículo 25° del Reglamento de la comisión. 
Cuando se verifica, que la denuncia cumple con los requisitos exigidos de procedibilidad, 
se expide la resolución que inicia el proceso y continúa la fase de investigación, así como 
la audiencia correspondiente. 
 
4.1.7. PROCEDIMIENTO 
A continuación se grafica cuál es el procedimiento ante la presentación de una denuncia, 






20 días útiles Presentación de la denuncia 
Resolución de inicio de 
investigación en la cual se 
señale los fundamentos de 
hecho y derecho. (pueden 
acumularse las denuncias del 
mismo contenido). 
 
La Comisión de manera opcional, realiza 
indagaciones preliminares de carácter 
reservado, procede a citar a las partes y 
de ser el caso, propone la conciliación, es 
importante tener en cuenta que la 
conciliación, solo es permitida cuando se 





5 días hábiles para notificar, desde que se emite 
la resolución. 
Se notifica a las partes  
adjuntando copia de la  denuncia; 
documentación y citación para la 
audiencia en sesión ordinaria de la 
comisión. 




 Derechos de los participantes. 
 Suspensión. 
 Plazo. 




Cuando se aprueba la resolución que autoriza el inicio de investigación, se notifica al 
denunciado para que participe en la audiencia, a fin de que realice su descargo como 
parte de su derecho en el debido proceso. Además, de su derecho de realizar sus 
descargos, tiene el deber de colaborar durante el proceso y asistir cada que la comisión 
lo convoque, la citación debe realizarse 5 días hábiles de anticipación. La audiencia se 
realiza teniendo en cuenta ciertos principios y requisitos. 
 






La audiencia tiene como finalidad, que el proceso se realice en un solo acto en el que se 
escuchara a ambas partes para esclarecer los hechos y hacerlos de conocimiento de 
todos los miembros de la comisión, el plazo máximo es de 30 días hábiles pudiendo 
prorrogarse por una sola vez 15 días hábiles adicionales, esta excepción se aprueba con 
el voto de la mayoría de miembros de la comisión. Teniendo en cuenta, lo complejo que 
puede presentarse el expediente. Al término de la actuación de pruebas las partes 
presentan sus alegatos finales y culmina la audiencia. 







Fuente: Manual del Parlamento. 2012 
Principios de la Audiencia 
-Concentración. 





Requisitos de la Audiencia 
 De preferencia en un solo acto. 
 Libre interrogación al imputado, al denunciante y a los 
testigos. 
 Puede pedirse información pertinente para apreciar 
mejor los hechos. 
 Participan las partes y los testigos. 
 Citación a denunciado con no menos de 5 días de 
anticipación. 
 Derecho de defensa de las partes. 
 Puede participar cualquier congresista (antes o después 




Fin de la audiencia 
 
Resolución final 
 La comisión emite un informe. 
 El informe declara fundada o 
infundada la denuncia. 
 Si es infundada la denuncia se 
archiva. 
 Si es fundada, se propone sanciones 
según el Artículo 14 del Código de Ética. 




La Comisión de Ética debe elaborar, debatir y votar el informe, la resolución concluye si 
es fundada o infundada la denuncia, si se determina que es infundada se archiva. De 
acuerdo a la calificación asignada a la falta cometida por el congresista puede culminar 
en la Comisión de Ética o derivarla al Pleno, solo se cumple ello cuando se recomienda la 
suspensión en el ejercicio de la función, según lo señalado en el Artículo 24 del Código 
de Ética Parlamentaria. El congresista que resulte sancionado puede apelar la sanción en 
un plazo no mayor de tres días hábiles, desde que es notificado. La apelación se deriva al 
Pleno y el debate se realizará como cuando se trata un dictamen.  
 
4.1.10. SANCIONES DETERMINADAS EN EL CÓDIGO DE ÉTICA PARLAMENTARIA 
El Código de Ética Parlamentaria en su Artículo 24, determina las sanciones a imponer a 
los parlamentarios ante la vulneración del Código de Ética, tales como: Recomendación 
pública; amonestación escrita y pública así como con multa; recomendación al Pleno para 
que lo suspensa en el ejercicio del cargo  y el descuento de sus haberes de 3 a 120 días 
de legislatura. El plazo máximo de suspensión en el ejercicio del cargo se encuentra 
regulado en el Artículo 95º de la Constitución Política del Perú. 
 
4.1.11. CONTENIDO DEL CÓDIGO DE ÉTICA PARLAMENTARIA 
El Capítulo I; se establecen las Disposiciones Generales establecidas en el código, se 
refieren a la conducta que debe tener el congresista, dando ejemplo de su vocación y su 
compromiso de servicio al país. Su labor se sustenta en los principios de transparencia, 
independencia, honradez, respeto, integridad, tolerancia, entre otros, establecidos en el 
artículo 4 del Reglamento de la Comisión de Ética Parlamentaria.  
 
El Capítulo II; se describen las normas de conducta en el ejercicio del cargo de 
congresista, como el respeto  a la investidura parlamentaria; abstenerse de realizar 
gestiones que no estén relacionadas a su labor; no tener un trato preferencial con sus 
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familiares ante la atención en entidades públicas o privadas, en el caso de debatir alguna 
propuesta legislativa que esté relacionada a intereses de familiares directos, deberá 
expresarlo previamente; es responsable de toda documentación que suscribe; no puede 
contratar ni ad honorem a familiares hasta el cuarto grado de consanguinidad.  
 
Al respecto, la Ley N° 28024 Ley, regula la gestión de intereses en la administración 
pública, tiene como finalidad de que las acciones del Estado sean lo más transparente 
posible, de fácil acceso y conocimiento al público y con ello regular la gestión de 
intereses en la administración pública, esta norma determina en su artículo 2° del acto de 
gestión y su influencia en una decisión que será de beneficio colectivo, artículo 3° regula 
la gestión de intereses, artículo 5° de los funcionarios con capacidad de decisión pública 
y el artículo 17 de la prohibición de liberalidades. 
 
El Capítulo III; señala que la rendición de cuentas que debe realizar el parlamentario al 
final de cada periodo anual de sesiones, se fundamenta en el principio de transparencia. 
Este informe debe contener las iniciativas legislativas, los procedimientos de control 
político, la labor desarrollada en las distintas comisiones que participa, así como los 
viajes al exterior que realice en representación del Congreso de la República. Esta 
información se presenta ante el Consejo Directivo para ser publicado en el Portal del 
Congreso de la República para conocimiento de la ciudadanía. Así como, el informe de la 
«Semana de Representación» que realizan la última semana de cada mes, pero ninguna 
de estas recomendaciones se cumple. 
 
El Capítulo IV;  el congresista debe ser cordial y respetuoso durante el desarrollo de su 





El Capítulo V; indica que el congresista deberá dar cuenta de las donaciones y uso de 
bienes y servicio que le asigna el Estado, para el desempeño de su función legislativa. 
 
El Capítulo VI; se determina el objetivo y las funciones que tiene la Comisión de Ética 
Parlamentaria, así como la composición, procedimiento y tratamiento de las denuncias 
que ingresan a este grupo de trabajo.  
 
En diversos países se establece el Código de Ética de cada parlamento,  como lo 
señala Chávez Efrén (2006), y hace una clara diferencia como se proyecta este 
importante instrumento normativo en América del Norte y Latinoamérica, como por 
ejemplo en Estados Unidos de América, Canadá, y en general en los países 
anglosajones que han desarrollado una ética gubernamental. En este caso los 
Estados Unidos de América, que caracteriza sus ordenamientos por lo casuístico 
y detallado de los asuntos regulados y la dureza de sus sanciones (que en 
mayoría son de carácter económico) así como, el control de los funcionarios 
obligados, el cual se lleva a cabo a través de comisiones de ética. Además, se 
busca prevenir y controlar los conflictos de intereses, así como vigilar el 
patrimonio de los representantes y funcionarios, a través de Declaraciones 
Juradas de Bienes y Rentas. Sin embargo, en el caso de Latinoamérica los 
códigos y normatividad para regular ello, es escaso y las pocas reglas de ética 
parlamentaria se encuentran en las Constituciones o leyes orgánicas. Por ello, se  
destaca los estatutos de los diputados o parlamentarios que regulan asuntos 
referentes a las inhabilidad, incompatibilidad y causas de cese en el cargo.  
 
El análisis de Chávez Efrén, establece una clara diferencia en la propuesta normativa de 
los Códigos de Ética de los parlamentarios de Latinoamérica y América del Norte, el 
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primero  al  proponer  sanciones  pecuniarias  ante  el  incumplimiento  de  las  normas  
de  
 
conducta, buscando generar una consecuencia jurídica ante hechos previamente 
establecidos en la normativa vigente, a diferencia del caso de los parlamentarios de 
Latinoamérica su regulación es escasa y se complementa con los señalado en la 
Constitución Política del Perú o en su Reglamento del Congreso. 
 
4.2. LA REGULACIÓN DEL PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN NUESTRA LEGISLACIÓN 
El principio de legalidad, constituye una garantía constitucional del derecho fundamental 
del ser humano, que se encuentra regulado en el artículo 2°, inciso 24, literal d) de la 
Constitución y que establece: «Nadie será procesado, ni condenado por acto u omisión 
que al tiempo de cometerse no esté previamente calificado en la ley, de manera expresa 
e inequívoca, como infracción punible; ni sancionado con pena no prevista en la ley». El 
principio de legalidad, se determina cuando se cumple con la previsión de las infracciones 
y sanciones establecidas en la ley.  
 
La legalidad como principio y derecho establecido en el Exp. N° 00469-2011-
PHC/TC, del 12-12-2012, fundamento 5, señala que un control constitucional de 
este tipo, naturalmente, encuentra su fundamento en el principio de legalidad 
penal, principio jurídico liberal que, como el Tribunal Constitucional ha dicho en 
anteriores oportunidades, busca limitar y racionalizar a través de la ley la reacción 
y aplicación de las penas por los órganos institucionalizados del Estado, 
constituyéndose así en una valiosa garantía para que las personas puedan 
instruirse con antelación y precisión respecto de qué conductas están prohibidas y 




Es importante que el estado cumpla con este principio constitucional, que brinda garantía 
y seguridad jurídica a la ciudadanía, ya que establece que toda norma debe tener 
previamente determinada de manera precisa y suficiente la prohibición y sanción que 
corresponde, ante el incumplimiento.   
 
Garantías del principio de legalidad. El principio de legalidad en materia 
sancionatoria impide que se pueda atribuir la comisión de una falta si ésta no está 
previamente determinada en la ley, también prohíbe que se puede aplicar una 
sanción si ésta no está también determinada por la ley. Como lo ha expresado 
este Tribunal (Caso de la Legislación Antiterrorista, Exp. N° 010-2002-AI/TC).  
Este principio comprende una doble garantía la primera, de orden material  
alcance absoluto, tanto referida al ámbito estrictamente penal como al de la 
sanciones administrativas, refleja la especial trascendencia del principio de 
seguridad jurídica en dichos campos limitativos y supone la imperiosa necesidad 
de predeterminación normativa de las conductas infractoras y de las sanciones 
correspondientes (Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional español 61/1990. 
Exp. N° 08957-2006-PA/TC, f.j. 14).  
 
4.3. El PRINCIPIO DE TAXATIVIDAD 
El subprincipio de tipicidad o taxatividad, define la conducta que la ley considera como 
una falta, instituye una de las manifestaciones del principio de legalidad, en relación a los 
límites que se imponen al legislador, con la finalidad de que las prohibiciones que 
determinen la sanción penal o administrativa, se redacten o formulen con una estricta 
precisión, que permita al ciudadano de formación básica comprender con facilidad lo que 





4.4. EL NÚCLEO ESENCIAL DEL PRINCIPIO DE TAXATIVIDAD  
 
El Tribunal Europeo de Derechos Humanos, determina como requisito ineludible para 
analizar la legalidad de una sanción a imponer, la observancia previa de tres exigencias 
tales como: La existencia de ley y consentimiento de la misma; La accesibilidad de la ley 
y la previsibilidad respecto al significado y naturaleza de las medidas aplicables. 
 
Al respecto, el núcleo del injusto (penal, administrativo disciplinario) debe 
encontrarse previamente determinado o establecido, de manera cabal y suficiente; 
por lo que debe haber una comprensión razonable de lo que es materia de 
prohibición y sanción. En buena cuenta, se requiere una cognoscibilidad 
razonable del objeto de prohibición y reproche, ya que si la persona no puede 
conocer el núcleo de lo que se encuentra prohibido sencillamente no sabrá 
orientar su comportamiento ni podrá decidir, ni realizar una conducta con la 
confianza que cumple y respeta el orden jurídico. Incluso, al no estar precisado de 
manera suficiente y adecuada el ilícito (marco de prohibición) no podrá saber a 
ciencia cierta si ejecuta una acción permitida o prohibida, perdiéndose de esta 
manera el sentido y la eficacia de la regulación jurídica. (Castillo, 2014. El 
principio de taxatividad en el derecho penal y en el derecho administrativo 
sancionador. Una lectura constitucional y convencional).  
 
4.5. EL PRINCIPIO DE TIPICIDAD 
El principio de tipicidad, lo constituye las conductas sancionables del individuo y 
determina  las infracciones que están previstas de manera expresa en normas con rango 
de ley, a través de su tipificación precisa, no debe tener una interpretación general o 





Las disposiciones reglamentarias que desarrolla este principio, están dirigidas a 
identificar conductas y determinar sanciones. Sin ser necesario, generar nuevas 
conductas sancionables a las previstas en la ley. 
 
El Tribunal Constitucional, señala que el principio de tipicidad deriva de dos 
principios jurídicos: libertad y seguridad jurídica. Cuando nos referimos al principio 
de libertad, hablamos de conductas delimitadas. En relación a la seguridad 
jurídica, se determina que los ciudadanos deben estar en condiciones de poder 
predecir, de manera suficiente y adecuada las consecuencias de sus actos, por 
ello la norma no puede basarse en cláusulas generales o indeterminadas ante una 
infracción. (Sentencia N° 1873-2009-PA/TC, Vicente Rodolfo Walde Jáuregui). 
 
Mediante la sentencia citada en el párrafo anterior, emitida por el Tribunal Constitucional, 
se declara fundada la demanda que interpone don Vicente Rodolfo Walde Jáuregui, 
contra la resolución de la Sexta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, el 02 
de setiembre del 2008, por haberse acreditado la violación del principio de legalidad y 
tipicidad, reflejado en los conceptos jurídicos indeterminados que justifica el Consejo 
Nacional de la Magistratura. Por lo cual, no se pudo determinar qué tipo de infracción 
había cometido el recurrente ante la falta de la conducta sancionable que se le impone, 
en consecuencia, ordenan la reincorporación del Vocal Supremo de la Corte Suprema.  
 
Asimismo, el Tribunal Constitucional establece una diferencia entre el principio de 
legalidad y el principio de tipicidad: No obstante ello, resulta aceptable alegar en el 
presente caso la distinción existente entre el principio de legalidad y el principio de 
tipicidad. Así pues, cuando el Tribunal Constitucional desarrollo dicha distinción en 




sancionatoria, impide que se pueda atribuir la comisión de una falta si ésta no está 
previamente determinada en la ley y también prohíbe que se pueda aplicar una 
sanción si ésta no está determinada por la ley. (Caso de la Legislación 
Antiterrorista Exp. N°010-2002-AI/TC, ff.jj. 14) 
 
4.6. EL DEBIDO PROCESO 
El acceso a la justicia, es la base de todo orden procesal y ello implica que la 
administración de justicia se basa en un conjunto de medidas idóneas para responder 
ante las exigencias sociales, que pudieran generarse en el ejercicio de la función 
jurisdiccional en un Estado de Derecho, este principio se encuentra contenido en el 
artículo 139°, inciso 3) de la Constitución Política.  
 
La Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José) 
consagra que los Estados partes en la Convención se comprometen a respetar los 
derechos y libertades reconocidas en ella, en materia del trabajo de investigación 
debo precisar que el principio de legalidad, se ampara en su artículo 9°, al señalar 
que nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de 
cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable (…). Asimismo, en el 
artículo 25° Protección Judicial, toda persona tiene derecho a un recurso sencillo,  
rápido y efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra 
actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, 
aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de 
sus funciones oficiales. Asimismo Los Estados partes, se comprometen a 
garantizar que la autoridad competente decida sobre los derechos de toda 
persona que interponga tal recurso; a desarrollar las posibilidades del recurso 
judicial y garantizar el cumplimiento por las autoridades competentes de toda 
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decisión en que se haya estimado procedente el recurso. (Convención Americana 
sobre Derechos  
Humanos suscrita en la Conferencia Especializada Interamericana sobre 
Derechos Humanos, Organización de los Estados Americanos, Costa Rica, 7 al 
22 de noviembre de 1969). 
 
La Convención Americana,  regula el principio de legalidad como un derecho fundamental 
de toda persona y lo señala en sus artículos 9° y 25°, que garantiza un debido proceso y 
exige que las autoridades respeten y cumplan sólo lo que les es permitido constitucional y 
legalmente de forma expresa en la norma. Este importante principio garantista, expresa 
una mínima regulación en materia procesal y reserva de ley formal, ello permite canalizar 
la defensa en todo tipo de proceso formulado, utilizando los recursos necesarios ante la 
instancia judicial competente.  
 
Reynaldo Bustamante Alarcón señala que: la dimensión material del debido 
proceso exige que todos los actos de poder, sean normas jurídicas, actos 
administrativos o resoluciones judiciales, inclusive, sean justos, es decir, que sean 
razonables y respetuosos de los valores superiores, de los derechos 
fundamentales y de los demás bienes jurídicos constitucionalmente protegidos, a 
tal punto que su inobservancia debe ser sancionada con la inaplicación de aquel 
acto o con su invalidez (Justicia Viva mail, N° 14, 2003).  
 
El debido proceso, es un principio de la función jurisdiccional que tiene carácter 
instrumental y se encuentra conformado por los derechos esenciales, principalmente el 
derecho a la defensa y a probar el hecho imputado. Esta garantía constitucional, impide 
que los derechos individuales sean vulnerados en un proceso y protegen al sujeto de 
derechos, ante un posible ejercicio abusivo del Estado en la aplicación de la justicia, sin 
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salir de la razón y el respeto de los bienes jurídicos constitucionalmente protegidos. De 
no ser así, el acto puede ser inválido. 
 
Derechos que comprenden el Derecho a la tutela procesal efectiva. 4. Se entiende 
por tutela procesal efectiva aquella situación jurídica de una persona en la que 
respetan sus derechos de libre acceso al órgano jurisdiccional; a probar, de defensa, 
al contradictorio e igualdad sustancial en el proceso; a no ser desviada de la 
jurisdicción predeterminada ni sometida a procedimientos distintos de los previstos 
por la ley; a la obtención de una resolución fundada en derecho, a acceder a los 
medios impugnatorios regulados, a la imposibilidad de revivir procesos fenecidos, a 
la actuación adecuada y temporalmente oportuna de las resoluciones judiciales, y a 
































INFORME FINAL DE LA COMISIÓN DE ÉTICA PARLAMENTARIA 
5.2. ESTRUCTURA DEL INFORME FINAL  
En el capítulo anterior, manifesté que el procedimiento para realizar una denuncia ante la 
Comisión de Ética, tiene varias fases que finaliza con la elaboración del informe final, con 
el cual se determina la sanción a imponer al congresista. Este documento, es aprobado 
por los miembros de la Comisión de Ética declarándola procedente, improcedente o el 
archivo definitivo.  
 
En el caso de que la comisión apruebe la suspensión del congresista, el informe final de 
la Secretaría Técnica debe pasar al Pleno para su debate, rechazo, aprobación o 
modificación de la sanción, por lo cual, el expediente pasa con todos los antecedentes 
que forman parte del proceso. En el caso, de que la comisión recomiende una 
amonestación, será aprobada por el pleno de la comisión. 
 
El informe final, establece una estructura invariable que se describe a continuación: 
 
1. Introducción: Se describe el análisis del expediente, en atención a lo establecido 
en el Artículo 35 del Reglamento de la Comisión de Ética. 






3. Inicio de investigación y descargos del congresista: Detalla la etapa preliminar 
y la aprobación del inicio del procedimiento contra el congresista denunciado. 
Contiene el descargo por parte del denunciado, ante el hecho imputado.  
4. Objeto de la investigación: Determina si el congresista infringió el Código de 
Ética. 
5. Marco normativo: Se especifica las normas bajo las cuales se determina el 
informe, citando la normativa señalada en la Constitución Política del Perú; el 
Reglamento del Congreso de la República; Código de Ética Parlamentaria y el 
Reglamento de la Comisión de Ética aprobada por la Comisión. 
6. Análisis: Por medio del cual se evalúa la denuncia y se fundamenta la decisión 
de imponer o no la sanción establecida por la Comisión de Ética, señalado en el 
artículo 14° del Código de Ética. 
7. Determinar si la conducta del congresista infringe principios y normas 
contenidos en el Código de Ética: Se precisa, los principios vulnerados de 
acuerdo a la normativa con la que cuenta el grupo de trabajo, Código y 
Reglamento.  
8. Conclusiones: En la cual se declara fundada o infundada la denuncia y 
recomiendan al Pleno del Congreso, la sanción correspondiente. 
 
A continuación, paso a transcribir la estructura del Informe Final N° 24 que 
acuerda declarar infundado y que pase al archivo la denuncia que formula la 
señora congresista Milagros Emperatriz Salazar De La Torre, contra el 
congresista Carlos Ricardo Bruce Montes de Oca, en relación a la acusación 
difundida en un programa periodístico «Beto a Saber», emitido por ATV el 12 de 
noviembre del 2018, en el que se manifiesta que en varios restaurantes, entre 
ellos, ―La Trastienda‖ (de propiedad del citado congresista) se retendría propinas 
a sus mozos.  
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COMISIÓN DE ÉTICA PARLAMENTARIA 
―Año del Bicentenario del Perú: 200 años de Independencia‖ 
 
COMISIÓN DE ÉTICA PARLAMENTARIA 2018-2020 
INFORME FINAL N° 24 
EXPEDIENTE NÚMERO 128-2018-2020/CEP-CR 
 
I. INTRODUCCIÓN  
En la ciudad de Lima, el 3 de junio de 2019, en la Sala N° 1 del Edificio Víctor 
Raúl Haya de la Torre del Congreso de la República, se desarrolló la  Décimo 
Sexta Sesión Ordinaria de la Comisión de Ética Parlamentaria (en adelante, ―la 
COMISIÓN‖), bajo la Presidencia de la congresista Janet Emilia Sánchez Alva, los 
congresistas Hernando Ismael Cevallos Flores, Vicepresidente, Eloy Ricardo 
Narváez Soto, Secretario, Armando Villanueva Mercado, María Úrsula Íngrid 
Letona Pereyra, Mauricio Mulder Bedoya, Milagros Emperatriz Salazar De La 
Torre, Freddy Fernando Sarmiento Betancourt, Alberto Quintanilla Chacón y 
Marco Miyashiro Arashiro. 
 
De acuerdo a lo establecido en los artículos 8 y en el primer párrafo del artículo 11 
del Código de Ética Parlamentaria (en adelante el CODIGO), así como el literal f) 
del artículo 17 y el primer párrafo del artículo 345, del Reglamento de la Comisión 
de Ética Parlamentaria (en adelante el REGLAMENTO), se examinó el expediente 
número 128-2018-2020/CEP-CR, recaído en la denuncia de oficio presentada por 
la congresista Milagros Emperatriz Salazar De La Torre; seguida contra el 
Congresista Carlos Ricardo, Bruce Montes de Oca, debatiéndose y aprobándose 




II. ANTECEDENTES  
1. Con fecha 19 de noviembre de 2018, la congresista Milagros Salazar de La Torre, 
solicitó en la Sexta Sesión Ordinaria de la COMISIÓN, se inicie una indagación 
preliminar de oficio en contra del congresista Carlos Ricardo Bruce Montes de 
Oca, por la denuncia difundida en el programa periodístico Beto a Saber de ATV 
el 12 de noviembre de 2018, en que habría señalado que algunos restaurantes 
incluidos ―La Trastienda‖ retendrían propinas a sus mozos. El pedido pasó a la 
orden del día (…). 
III. DOCUMENTOS EMITIDOS Y RECIBIDOS 
1. Con fecha 15 de abril de 2019, mediante Oficio N° 089-2018-2020/CEP-CR, se 
 notifica al Congresista denunciado la Resolución N° 119-2018-2020/CEP-CR, que 
 resuelve iniciar investigación en su contra (…). 
IV. RESOLUCIÓN DE INVESTIGACIÓN 
El lunes 15 de abril de 2019, conforme al acuerdo por mayoría, adoptado por la 
COMISIÓN en su Décimo Segunda Sesión Ordinaria, se emitió la Resolución N° 
119-2018-2020/CEP-CR la cual concluye. 
«Declarar PROCEDENTE la denuncia de oficio contenida en el Expediente 128-
2018-2020/CEP-CR, presentada contra el congresista CARLOS RICARDO 
BRUCE MONTES DE OCA; por presunta infracción al CÓDIGO; y, en 
consecuencia; iniciar la INVESTIGACION correspondiente». 
V. MARCO NORMATIVO 
1. El artículo 23 del Reglamento del Congreso de la República, literales b) y c) 
establecen que los congresistas tienen la obligación «De cumplir y hacer cumplir 
la C.P.P. y las leyes del Perú (…); y mantener una conducta personal ejemplar; de 
respeto mutuo, tolerancia y observar las normas de cortesía de uso común y las 
de disciplina parlamentaria (…)». 
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2. Introducción del CÓDIGO, establece que esta norma «Pretende cuidar la imagen 
que el Congreso debe tener ante el país. Previene faltas contra la ética y 
establece los mecanismos de investigación y sanción a los legisladores que 
contravengan la ética parlamentaria y se valgan de sus cargos para enriquecerse 
o cometer actos de corrupción». 
3. El artículo 2 del CÓDIGO, señala que «el congresista realiza su labor conforme a 
los principios de transparencia, honradez, veracidad, respeto, tolerancia, 
responsabilidad, democracia, bien común, integridad objetividad y justicia (…)». 
4. El artículo 4, literal a) del CODIGO, establece los deberes de conducta de los 
Congresistas de la República. «El respeto a la investidura parlamentaria, la cual 
es incompatible con una conducta que atente contra el orden público y las buenas 
costumbres». 
5. El artículo 28 del REGLAMENTO, establece que para la calificación de una 
denuncia es necesario verificar dos (2) supuestos: a) que el hecho denunciado 
sea verificable y que este infrinja los principios establecidos en el CODIGO; y, b) 
que si los indicios o las pruebas presentadas u ofrecidas permitan llevar a cabo 
una investigación. 
 
VI. PROCESO DE INVESTIGACIÓN 
1. OBJETO DE LA INVESTIGACIÓN 
De conformidad con la antes citada Resolución 119-2018-2020-CEP-CR, el objeto 
de la investigación es determinar si el congresista denunciado, ha transgredido el 
CODIGO y REGLAMENTO, al haber presuntamente mantenido en el Restaurante 
la Trastienda de propiedad de la empresa AFE GOURMENT S.A.C. de donde el 
congresista es miembro del Directorio, personas que laboraban como mozos a los 
que se les habrían retenido sus propinas; así como tener personas laborando sin 
que estén registradas en planillas los que fueron detectados por la inspección de 
 
67 
SUNAFIL según el informe de instrucción N° 174-2019-MTPE/1/20.49-IF de fecha 
29 de marzo de 2019. 
 
2. LA DENUNCIA 
2.1.  DENUNCIA 
La denunciante, congresista Milagros Salazar De la Torre, en la sexta sesión 
Ordinaria de la COMISIÓN, solicitó se inicie indagación preliminar de oficio contra 
el Congresista Carlos Ricardo Bruce Montes de Oca, por la denuncia emitida el 
pasado 12 de noviembre(…), dicho pedido fue puesto a la orden del día, en donde 
se aprobó el inicio de la indagación preliminar. 
 
2.2.  DESCARGOS DEL CONGRESISTA CARLOS BRUCE MONTES DE OCA, ANTE 
LA COMISIÓN 
El congresista denunciado, ha presentado sus descargos escritos a esta 
COMISIÓN el día 11 de diciembre de 2018, a la denuncia de infracción al 
CÓDIGO, conteniendo en el correspondiente expediente, manifiesta lo siguiente 
(…). 
12.  Finalmente señala que las observaciones indicadas no guardan relación alguna 
con  los principios y normas del CÓDIGO y su REGLAMENTO, que no existen indicios 
 o elementos que demuestren la vulneración de los principios contenidos en estos 
 cuerpos legales; que no ha cometido ningún acto que haya contravenido a la 
ética,  con lo que acredita la improcedencia de la investigación debiendo 
corresponder el  archivo del caso. 
 
3.3. AUDIENCIA 
El congresista procede a presentar sus descargos correspondientes, los mismos 
que se realizaron reafirmando lo señalado en sus descargos escritos, es decir, 
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precisando que los hechos que han ameritado la investigación no tiene ninguna 
relevancia con su actuar como congresista de la República; y que él no ha 
vulnerado ni el CÓDIGO ni el REGLAMENTO, toda vez que su única vinculación 
con la empresa AFE Gourment S.A.C. propietaria del restaurante La Trastienda, es 
ser miembro del Directorio de la misma, no tiene ni ejerce función gerencial, ni hace 
contratos ni de carácter administrativo con la empresa. 
 
DECLARACIONES TESTIMONIALES 
- Administrador financiero y también ve la parte de Recursos Humanos de la empresa 
AFE Gourment S.A.C., propietaria del Restaurante La Trastienda. 
- Representante legal de la empresa. 
- Entre otros que laboran como ―mozos‖ que no asistieron a la COMISIÓN, en 
consecuencia se declaró cerrada la audiencia y el fin de la investigación. 
 
VIII. ANÁLISIS 
De la documentación recibida; de los descargos presentados por el congresista 
denunciado; de las declaraciones del denunciado en la Audiencia realizada el 20 de 
mayo de 2019, se puede establecer lo siguiente: 
 
1. LA IMPUTACIÓN 
Determinar si el congresista denunciado, ha transgredido el CÓDIGO y el 
REGLAMENTO, al haber presuntamente mantenido en el Restaurante La 
Trastienda de propiedad de la empresa AFE GOURMENT S.A.C. de donde el 
congresista es miembro del Directorio, personas que laboraban como mozos a los 
que se les retenían sus propinas. A pesar de que SUNAFIL al realizar la 
inspección correspondiente detecto que existen trabajadores del Restaurante de 
propiedad del congresista que no se encontraban registrados en planillas. 
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2. DESCARGOS DEL CONGRESISTA DENUNCIADO 
Seguidamente se ponderan los descargos escritos presentados por el congresista 
denunciado, Carlos Bruce Montes de Oca, el pasado lunes 20 de mayo de 2019:  
 
- Que, tiene la condición de Presidente del Directorio de la Empresa, propietaria 
del restaurante La Trastienda, no tiene a su cargo funciones gerenciales ni 
administrativas. De acuerdo a la documentación alcanzada por SUNARP, 
vigencia de Poder, no consta en Poder alguno a nombre del congresista 
denunciado. 
- Señala que pese a que el señor Percy Carrillo (denunciante en el Programa 
periodístico) no se refiere al recorte de propinas ni de su empresa, ni del 
restaurante de su empresa. El reportaje no menciona al restaurante ―La 
Trastienda‖. 
- Que el reportaje emite declaraciones de dos personas (hombre y mujer) el 
hombre es anónimo y la mujer es una trabajadora que labora para su 
empresa. Ella remitió una carta notarial a la COMISIÓN, desmintiendo el 
reportaje, señalando que recibe la totalidad de sus pagos por los servicios 
prestados y que en la denuncia se refirió al maltrato de sus compatriotas en 
otros restaurantes. Sin embargo, la trabajadora fue citada a la Audiencia, pero  
no asistió. 
- Respecto al Informe Final de Instrucción N° 174-2019-MTPE/1/20.49-IF, 
emitido por el Ministerio de Trabajo, como consecuencia de la inspección de 
SUNAFIL, el congresista señalo que es una inspección seguida de oficio y que 
el proceso administrativo se encuentra en curso, que en el caso de haber 
alguna sanción a la empresa, este no sería responsable de una falta ética en 
su condición de parlamentario. Efectivamente SUNAFIL, indico que se 
encontró personal laborando y que no figura en planilla y que este proceso 
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administrativo sancionador se encentra vigente y que el parlamentario 
investigado no tiene ninguna responsabilidad porque se trata de un acto 
administrativo seguido a una persona jurídica y no al congresista.  
 
CONCLUSIONES: 
1. El congresista denunciado, es miembro del Directorio de la empresa AFE 
Gourment S.A.C., pero no ejerce cargo administrativo alguno, hecho que 
se corrobora con la lectura de la Partida Registral de la persona jurídica 
que emite SUNARP, así como, la manifestación del Gerente General y 
Gerente Financiero, que señalan que no informan, ni solicitan la opinión 
del congresista denunciado. 
2. Que en el programa periodístico «Beto a saber», que propala la denuncia 
«Prestigiosos restaurantes retienen propinas a sus mozos», no hace 
mención a la personal del congresista denunciado. 
3. Que el proceso administrativo sancionador, se encuentra en pleno proceso 
a cargo de SUNAFIL, mediante el cual se corrobora que este no tendría 
vinculación alguna con el congresista denunciado.  
 
Por las consideraciones expuestas en el presente informe, la COMISIÓN, 
acuerda:  
1. Declarar infundada, la denuncia contra el congresista Carlos Ricardo 
Bruce Montes de Oca, formulada por la congresista Milagros 
Emperatriz Salazar De la Torre. 
2. En merito a lo expuesto en el presente informe el congresista Carlos 
Ricardo Bruce Montes de Oca, no ha vulnerado los artículos del 
CÓDIGO y del REGLAMENTO DE ÉTICA PARLAMENTARIA. 
3. Archivar la denuncia seguida contra el congresista. 
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V.2. RELACIÓN DE EXPEDIENTES PRESENTADOS A LA COMISIÓN DE ÉTICA 
  PARLAMENTARIA EN EL PERIODO 2017-2019 
En esta fase, he considerado los expdientes que se han presentado a la Comisión de 
Ética durante el periodo 2017 al 2019, que nos indica cuál es el estado actual de los 
procesos, en aplicación al tema de investigación. Como se podrá observar en su mayoría 
se encuentran archivados, pendientes de dar cuenta o en espera de ser programados en 
la sesión plenaria. Como lo he indicado en el desarrollo de esta investigación, no se 
cumple con los plazos establecidos para evaluar las denuncias que ingresan a la 
Comisión y menos aún para que estas puedan pasar al Pleno. Puede parecer 
sorprendente, pero es real, que en muchos de los casos presentados termina el período 
congresal y quedan pendientes de ser aprobadas en la Comisión de Ética o insertadas en 
la agenda del Pleno.  
 
En esta recopilación de información de algunos expedientes de la Comisión de Ética, 
podemos advertir que la falta de un procedimiento establecido mediante plazos, el 
seguimiento y la falta del principio de legalidad que supone tres exigencias: la existencia 
de una ley; que la ley sea anterior al hecho sancionado y que la ley describa un supuesto 
de hecho estrictamente determinado, que señala el Tribunal Constitucional en la 
Sentencia N° 02050-2002-AA/TC, no se contempla en el Código de Ética. Considero que 
las acusaciones no pueden ser ambiguas o inexactas y que estos vacíos legales generan 
que los congresistas denunciados, en muchos de los casos terminen su período 
parlamentario sin ser sancionados como corresponde, la carencia de un exhaustivo 
control respecto a la labor que realiza esta importante comisión, genera en muchos de los 
casos la impunidad, lo cual contribuye a la baja aprobación que tiene en la actualidad el 
Congreso de la República. 
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EXPEDIENTES PRESENTADOS A LA COMISIÓN DE ÉTICA PARLAMENTARIA 
PERÍODO COMPRENDIDO DEL 2017 AL 2019  
(Información actualizada al 1.8.2019)    
 
DENUNCIAS DECLARADAS FUNDADAS Y APROBADAS POR EL PLENO  
 


















Plagio en seis 










de 30 días 
Aprobado por el 
Pleno el 10/5/17 
Amonestación escrita 
pública con multa de 
30 días de 
remuneración RLC 10 
13/5/17 
La infracción se 
sustenta en el 
Artículo 4º del Código 
de Ética 
Parlamentaria y el 
Artículo 5º del 
Reglamento de la 
Comisión de Ética  El 
congresista se 
responsabiliza por 




















una votación el 











de 120 días 
Aprobado por el 
Pleno el 10/5/17 
Amonestación escrita 
pública RLC 11 
13/5/17 
La infracción se 
sustenta en los 
Artículos 1º y 2º del 
Código de Ética 
Parlamentaria. La 
congresista debe 
realizar su labor en 
base a los principios 






DENUNCIAS DECLARADAS FUNDADAS Y APROBADAS POR EL PLENO 
 
 








APLICACIÓN ACORDE AL 









falsa en su hoja 
de vida respecto 
de sus estudios 
de postgrado.                    
2. Información 
falsa en su hoja 
de vida respecto 
de sus estudios 
de escolares 
secundarios (1° 
a 5° año) 
24/10/16 
Unanimidad 
30/1/17        
Mayoría      






de 120 días 
Aprobado por 




con multa de 




La infracción se sustenta en el 
Artículos 2º del Código de 
Ética Parlamentaria. La 
congresista ha infringido los 
principios establecidos en el 
Código. Sin embargo, 
considero que esta denuncia 
debió ser derivada a la Sub 
Comisión de Acusaciones 
Constitucionales, por tratarse 










13/3/17        
Unanimidad      

















































de 60 días 
Aprobado por 
el Pleno el 
23/8/18 
Suspensión de 
120 días de 
legislatura            
RLC 002 
25/8/18 
La infracción se sustenta en el 
Artículos 3º y 4º, del Código 
de Ética Parlamentaria. El 
congresista, ha infringido los 
principios establecidos en el 
Código. Sin embargo 
considero, que esta denuncia 
debió ser derivada a la Sub 
Comisión de Acusaciones 
Constitucionales, por tratarse 






DENUNCIAS DECLARADAS FUNDADAS Y APROBADAS POR EL PLENO 
 
 















De oficio (a 











favorecerla en su 


















120 días y pase 
a Sub Comisión 
de Acusaciones 
Constitucional-
les y MP 
Aprobado por 
el Pleno el 
23/8/18 
Suspensión de 
120 días de 
legislatura 
RLC 003  
25/8/18 
La infracción se 
sustenta en el 
Artículos 2º,  4º y 






establecidos en el 
Código. Asimismo, 
se remite copia de 
todo lo actuado a 
la Sub Comisión 
de Acusaciones 
Constitucionales. 
7 86 De oficio 
Ofrecer 
prebendas al 
Presidente de la 
















azafata de la 
empresa LATAM 
en el vuelo 
LA2096 en la ruta 












el Pleno el 
8/12/18 
Suspensión de 
120 días RLC 
25 9/12/18 
La infracción se 
sustenta en el 
Artículo 2º del 
Código de Ética 
Parlamentaria, por 
haber  infringido 
los principios 















se remite copia de 
todo lo actuado a 
























el Pleno el 
1/2/19 
Suspensión de 
120 días RLC 
26 2/2/19 
La infracción se 
sustenta en el 
Artículo 2º del 
Código de Ética 
Parlamentaria, por 
haber  infringido 
los principios 


























La infracción se 
sustenta en el 
Artículo 2º del 
Código de Ética 
Parlamentaria, por 
haber infringido los 
principios 
establecidos en el 
Código. Asimismo, 







DENUNCIAS DECLARADAS FUNDADAS Y APROBADAS POR EL PLENO 
 









ACORDE AL TEMA 

















3/09/18        
Mayoría      





de 60 días 
Pendiente de debate 
en el Pleno 
La infracción se 
sustenta en el 
Artículo 4º del Código 
de Ética 
Parlamentaria, por 
haber  infringido los 
principios 












DENUNCIAS DECLARADAS FUNDADAS PENDIENTES DE DEBATE EN EL PLENO 
 














































4/12/17        
Mayoría      




Unanimidad      





de 60 días 
 
La infracción se 
sustenta en el Artículo 
2º del Código de Ética 
Parlamentaria, por 
haber infringido los 
principios establecidos 
en el Código. 
Asimismo, se propone 
remitir copia de todo lo 
actuado a la Sub 
Comisión de 
Acusaciones 


























18/03/19        
Mayoría      





de 120 días 
 
La infracción se 
sustenta en los 
Artículos 2 y 4º del 
Código de Ética 
Parlamentaria, por 
haber  infringido los 
principios establecidos 
en el Código. 
Asimismo, se propone 
remitir copia de todo lo 

































de 120 días 
 
La infracción se 
sustenta en los 
Artículos 2 y 4º del 
Código de ética 
Parlamentaria, por 
haber infringido los 
principios establecidos 
en el Código. 
Asimismo, se propone 
remitir copia de todo lo 
actuado a la Sub 
Comisión de 
Acusaciones 




DENUNCIAS DECLARADAS FUNDADAS PENDIENTES DE DEBATE EN EL PLENO 
 



























8/04/19        
Unanimidad 





de 120 días 
 
La infracción se sustenta 
en los Artículos 1, 2, 3 y 
4 del Código de ética 
Parlamentaria, por haber  
infringido los principios 
establecidos en el 
Código. Asimismo, se 
propone remitir copia de 
todo lo actuado a la Sub 
Comisión de 
Acusaciones 




DENUNCIAS DECLARADAS FUNDADAS Y RECHAZADAS POR EL PLENO 
 





















su Hoja de Vida, 













de 90 días 
Rechazado por el 
Pleno el 10/5/17 
La infracción se sustenta 
en los Artículos 2 y 4 del 
Código de Ética 
Parlamentaria, por haber  
infringido los principios 






DENUNCIAS DECLARADAS INFUNDADAS Y ARCHIVADAS 
 


















falsa en su hoja 
de vida respecto 


















El Informe Final precisa que 
no ha incumplido ningún 
principio establecido en el 
Código de Ética 
Parlamentaria, a pesar de 
haber omitido información 
en su Declaración Jurada 
de Hoja de Vida 2016 del 
JNE (condición de socia de 
la empresa). Sin embargo, 
a pesar de los  indicios, 
determinan declarar 
infundada en todos sus 
extremos la denuncia y 








falsa en su hoja 
de vida respecto 
de sus estudios 
secundarios (de 











partes Of. 510 
y 511 
(15.8.17) 
El Informe Final precisa que 
no ha incumplido ningún 
principio establecido en el 
Código de Ética 
Parlamentaria, a pesar de 
haber omitido información 
en su Declaración Jurada 
de Hoja de Vida 2016 del 
JNE (condición de socia de 
la empresa). Sin embargo, 
a pesar de los  indicios, 
determinan declarar 
infundada en todos sus 






DENUNCIAS DECLARADAS INFUNDADAS Y ARCHIVADAS 
 








APLICACIÓN ACORDE AL 









del juzgado de 
Tambopata, 
ordenando el 













partes Of. 468 
y 469 
(20.6.17) 
El Informe Final precisa que 
no ha incumplido ningún 
principio establecido en el 
Código de Ética 
Parlamentaria, a pesar de 
haber omitido información 
en su Declaración Jurada de 
Hoja de Vida 2016 del JNE 
(condición de socia de la 
empresa). Sin embargo, a 
pesar de los  indicios, 
determinan declarar 
infundada en todos sus 










judicial firme en 













A y 482 
(17.11.17) 
El Informe Final precisa que 
no ha incumplido ningún 
principio establecido en el 
Código de Ética 
Parlamentaria, a pesar de 
haber omitido información 
en su Declaración Jurada de 
Hoja de Vida 2016 del JNE 
(condición de socia de la 
empresa). Sin embargo, a 
pesar de los  indicios, 
determinan declarar 
infundada en todos sus 












APLICACIÓN ACORDE AL 


























partes Of. 359 
y 360 
(19.3.18) 
El informe final señala que el 
denunciado ha vulnerado los 
principios de Transparencia 
y Veracidad, establecidos en 
el Artículo 2 del Código y 
literales b) y d) del artículo 
4º del Reglamento. Por lo 
que resuelven iniciar la 
investigación, quedo en fase 
de investigación. El 
congresista dejo de ser 
parlamentario y no fue 
sancionado. 
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informante en la 




























partes Of. 624 
y 628 
(4.6.19) 
El informe final, señala que 
la denuncia contra la 
congresista Matilde García, 
se declara procedente  por 
presunta infracción al 
Código de Ética, artículo 6º, 
por lo que, recomienda 

























partes Of. 361 
y 362 
(19.3.18) 
El Informe Final, precisa que 
declara procedente la 
denuncia contra la 
congresista Lizbeth Robles, 
ante la denuncia propalada 
en el programa ―Cuarto 
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APLICACIÓN ACORDE AL 
TEMA DE INVESTIGACIÓN 
Poder‖. Sin embargo, a la 
fecha continua pendiente, a 
pesar de que la congresista 
presento la denuncia penal 
ante la 54º Fiscalía Penal de 
Lima, en la que ella se 




























partes Of. 593 
y 594 
(21.5.19) 
La Comisión aprobó por 
mayoría declarar procedente 
la denuncia formulada al 
congresista Héctor Becerril, 
por presunta infracción al 
Código de Ética. En 
consecuencia, iniciar 
investigación. Proceso 




DENUNCIAS DECLARADAS INFUNDADAS Y ARCHIVADAS 
 













Por presuntamente retener propinas de 
los mozos y no tenerlos en planilla en su 
restaurante La Trastienda 
3/12/2018 
Mayoría 
18/03/19        
Unanimidad 












Presunta agresión a su ex pareja, Elita 
Panduro y por no cumplir con el pago de 















DENUNCIAS DECLARADAS IMPROCEDENTES Y ARCHIVADAS 
 
 














Información falsa en su hoja de vida 
respecto de sus estudios primarios, 












Haber demandado a una cooperativa de 









De oficio                            
(denuncias 
periodísticas) 
Plagio en proyecto de ley, plagio de 
tesis doctoral y información falsa en su 














De la Cruz 
Amenazas de interferir en la función de 
Presidenta de la Comisión de 













De oficio                            
(denuncias 
periodísticas) 
Contratación como asesor de su 










De la Cruz 
De oficio                            
(denuncias 
periodísticas) 
Contratación como técnico en la 
Comisión de su Presidencia a un 














Proferir agravios en contra del 
denunciante en sesión de la Comisión 
















Omisión de agendar su pedido 
ciudadano en la Comisión de Energía, 


























Por adeudar S/. 24,000 por spots 
publicitario emitidos en su beneficio en 



















Interferir en la elecciones de 
representantes de la Federación 
Cafetalera de la Selva Central al 


















Interferir en la elecciones de 
representantes de la Federación 
Cafetalera de la Selva Central al 















De oficio                            
(denuncias 
periodísticas) 
Afiliación irregular al Seguro Integral de 














Omisión de propiedad vehicular en hoja 
de vida; convocar a una marcha en 
Tacna; y, agraviar a congresistas del 
Apra y Fuerza Popular 










De oficio                            
(denuncias 
periodísticas) 
Cobro de cupos a precandidatos al 
Congreso del Partido PPK en las 























Conflicto de intereses en la presentación 
del proyecto de ley N° 274-2016/CR, 

















Obstetras de la 
Red de Salud 
Túpac Amaru 
Declaraciones agraviantes respecto de 
la gestión ineficiente de las obstetras en 
el Centro de Salud El Progreso, en 
















Facturas impagas por parte de la 
empresa DSV Constructores SAC, 
















Organizar en el Congreso, el 25.10.16, 
el evento "Ciencia y Género", en donde 















Agraviar en twitter a la Segunda 
Vicepresidenta y Congresista de la 












Presentar documentos falsos en 
procesos civiles para sustentar 
propiedad y posesión de terrenos y 
tener un proceso penal con solicitud de 












Amedrentar y acosar al denunciante en 
su domicilio por personas que se decían 























Amenazar de muerte al denunciante el 















Información falsa en su hoja de vida, en 
relación a sus estudios primarios, 












Ana María Inga 
Santibáñez 
Abusar de su cargo para desalojar de 















Omitir tramitar pedido ciudadano 
presentado en su despacho congresal 















Entregar donaciones en Cusco, durante 













Irregularidades cometidas en un 
proyecto de desagüe ejecutado por el 















Omitir tramitar pedido ciudadano 
presentado en su despacho congresal 














Omitir tramitar pedido ciudadano 
presentado en su despacho congresal 














Descalificar a la denunciante ante la 
opinión pública atribuyéndole un apoyo 
























Incumplir su compromiso de renunciar a 
la Presidencia del Congreso de 
comprobarse actos de corrupción en la 















Vulnerar la Ley del Notariado al solicitar 
la designación de notarios de otras 















Solicitar la investigación del 
denunciante, por presunta violencia 

































Club de Tennis 
San Miguel; y, 
Claudia 
Tamburini Carlin 
Ocasionar, durante su gestión como 
Alcalde de San Miguel, daños en 
propiedad privada y eliminar el Código 


















No solucionar, durante su gestión como 
Alcalde de San Miguel, el conflicto por 














Proferir expresiones difamatorias y 















Incumplir compromiso de apoyar a su 
























y Luis Enrique 
Márquez 
Pimentel 
Nepotismo en la contratación de 
















Omitir información en su hoja de vida 
respecto de 5 empresas de las que es 














Información falsa en su hoja de vida, en 
relación a sus estudios primarios, 













Limitar la participación del denunciante 





























Afiliación irregular al Servicio Integral de 















Imputaciones falsas en medio 
periodístico, perjudicándolo en el 
concurso para la Presidencia de la 




























Autorizar indebidamente vacaciones 














Intervenir personalmente en la 
contratación de su primo político en el 



























Ejercicio simultáneo del cargo de 










De la Cruz 
José G. Flores 
Torres 
No responder su pedido ciudadano en 















Declaración periodística calificando de 














Propalar en un video del Frente Amplio 















Omitir consignar en su hoja de vida 















Ejercicio simultáneo del cargo de 

























Plagio en el proyecto de ley N° 1295-
2016/CR, que propone amnistía para los 
adulto mayores de 75 años que hayan 














Oficiar, como Presidente de la Comisión 

























Omisiones en su hoja de vida; 
ampararse en su inmunidad 
parlamentaria para eludir una sentencia; 














Omitir en su hoja de vida información 













Conflicto de intereses al fiscalizar obras 














Presidente de la 
Asociación de 
Vivienda Las 
Terrazas de la 
Unión 
Haber ordenado al comisario de 
Manchay el desalojo y destrucción de 
los bienes de los asociados 
19/6/17 
Unanimidad 














Menacho y Liz 
Meléndez López 
Expresarse irrespetuosamente y 
descalificar a las mujeres, en especial a 
















Menacho y Liz 
Meléndez López 
Expresiones machistas, irrespetuosas, 
ofensivas y estereotipadas emitidas 
contra la Ministra de Salud Patricia 


























Infringir los artículos 2 (principios de 
independencia, veracidad, democracia y 
responsabilidad) y 4, literal e) del Código 














Información falsa en su hoja de vida 














Información falsa en su hoja de vida 
respecto a su experiencia profesional, 














Falsear información en su Informe de 
Semana de Representación del mes de 














Inconducta funcional al firmar una 
demanda fraudulenta para que sus 
padres logren adjudicarse la propiedad 














Favorecer a su hermano en un trámite 















Recibir prebendas de la congresista 
Yesenia Ponce para favorecerla en una 














Interferencia, en favor de un tercero, al 
solicitar al Ejército la revisión de una 



















Huilca Flores y 
Marisa Glave 
Remy 






Emplear, en sus redes sociales de 
Twitter, el #Perú país de Violadores 












Conflicto de intereses por presentar un 
proyecto de ley que modifica el art. 84 
de la Ley N° 30220 ampliando la edad 
para ejercer la carrera docente de 70 a 

































Ayala Presunto favorecimiento a los 
precandidatos a las alcaldías de Huaral 

















De la Cruz 
Presuntas expresiones agraviantes 
expresadas en contra de la denunciante, 














Presunta contratación con el Estado y 
falta de pago de beneficios laborales de 
empresa Andean Delta Security SAC, 
























Por presuntamente influenciar 
irregularmente en la elección de Julio 
Gutiérrez Pebe, como Presidente del 
Consejo Nacional de la Magistratura; y, 
ocultar la reunión 
19/07/2018 
Mayoría 
15/10/18        
Mayoría      








De oficio (a 
solicitud de la 
congresista 
Sánchez Alva) 
Presunta vinculación con magistrados 
del Poder Judicial, miembros del CNM o 
terceras personas, cuyas 
conversaciones se registraron en audios 













De oficio (a 
solicitud de la 
congresista 
Sánchez Alva) 
Presunta vinculación con magistrados 
del Poder Judicial, miembros del CNM o 
terceras personas, cuyas 
conversaciones se registraron en audios 














De oficio (a 
solicitud de la 
congresista 
Sánchez Alva) 
Presunta vinculación con magistrados 
del Poder Judicial, miembros del CNM o 
terceras personas, cuyas 
conversaciones se registraron en audios 
















Por presuntamente instigar al 
congresista Jorge Castro para que no se 
conduzca con objetividad en la Comisión 
Lava Jato, conminándolo a no investigar 
al entonces Fiscal de la Nación Pablo 
Sánchez Velarde 
15/10/2018         
Unanimidad 




















De la Cruz 
Defender el contrato entre Sony y 
Promperú impidiendo que se investigue, 
por intereses particulares dado que su 
hija trabaja en la referida empresa 
14/1/2019         
Mayoría 











Difamar al denunciante al manifestar 
públicamente que pertenece a Sendero 
Luminoso y que es un delincuente 
14/1/2019         
Mayoría 











Presuntamente participar en actos de 
provocación que derivaron en la 
agresión física a Luis Alva Castro 
3/12/2018 
Mayoría 





         
 
 
DENUNCIAS ARCHIVADAS MEDIANTE CONCILIACIÓN 
 
















Verter acusaciones falsas y expresiones 








Notificada las partes. 
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DENUNCIAS ARCHIVADAS MEDIANTE CONCILIACIÓN 
 
 














De la Cruz 
 
Presunta falta de respeto y trato 
descortés al afirmar, en relación a su 
programa en el Canal del Congreso, que 
tendría un afán absurdo y estúpido de 






Resolución N° 126 
 
 
DENUNCIAS ARCHIVADAS DE PLANO 
 










Omisión de consignar propiedad 










Por presuntamente no haber investigado 





























Faltar a la investidura parlamentaria (artículo 4 
del Código de Ética) al no comunicar su 
inasistencia a la XIV Convención Internacional 

















Infringir principios de veracidad, respeto, bien 
común, integridad y justicia al opinar en contra 
de la unidad de los pescadores, sindicando 










Interferir en la diligencia fiscal de allanamiento 












Interferir en la diligencia fiscal de allanamiento 









Irrumpir con violencia e interferir en un acto de 










Irrumpir con violencia e interferir en un acto de 












del Colegio de 
Obstetras del 
Perú 
Conflicto de intereses, debido a la  
presentación de un proyecto de ley que 



















Por presuntas publicaciones racistas y 
discriminatorias en su red social twitter, en 









Por solicitar y haber publicado en su cuenta de 
Facebook, pedir a los vecinos de Tacabamba, 
Cajamarca, votar por el candidato de Acción 






De la Cruz 
Carmen Rosario 
Borda Sacha 
Por presuntamente haber efectuado gestiones 
ajenas a su labor parlamentaria ante la 






De la Cruz 
Carmen Rosario 
Borda Sacha 
Por presuntamente efectuar gestiones ajenas a 
su labor parlamentaria, ante la Municipalidad 









Por presuntamente no haber remitido 
oportunamente al Ministerio Público los 
acuerdos del Pleno, facilitando que el ex Juez 










Por presuntamente haber señalado en el 
Informe de un Grupo de Trabajo, sin prueba 
indubitable, como organización criminal al 










Por presuntamente no haber informado su 
incompatibilidad para fiscalizar el Proyecto 
Majes Siguas 2, incurriendo en conflicto de 
intereses al haber prestado servicios como 
asesora del Gobierno Regional de Arequipa del 









Por presuntamente ofrecer condonar la deuda 












Por presuntamente vulnerar la neutralidad 
electoral en el proceso electoral regional 
















Pedro Luis De la 
Fuente Ramírez 
Por presuntamente vulnerar la neutralidad 
electoral en el proceso electoral regional 







Jorge Luis Tello 
Zárate 
Por presuntamente no poner al voto, a pesar de 
reiteradas solicitudes, la Moción 5472, que 











Por presuntamente atentar contra la integridad 
física, psicológica y plaza de trabajo en el 









Arias Schreiber y 
otros 
Por presuntamente realizar declaraciones 
falsas al afirmar en el Pleno que existe un 







de la Cruz 
Carmen Rosario 
Borda Sacha 
Por presuntamente efectuar gestiones distintas 
a su labor parlamentaria ante la Comisaría de 









Por presuntamente efectuar gestiones distintas 









Por presuntamente efectuar gestiones distintas 










Inga y Edilberto 
Curro López 
Por presuntamente propalar información falsa 
luego de ser separado de la Comisión Lavajato; 
y por calumniar a congresistas del Frente 
Amplio por supuesta apropiación de dinero de 














Por presuntamente presentar un proyecto de 
ley con nombre propio intentando desconocer 


















Por presuntamente favorecer a una ex 
trabajadora, que habría seguido cobrando sus 









Por beneficiarse de la presunta falsificación de 
su firma en las Actas de Estudios del Instituto 








De la Cruz 
Por defender las operaciones de 
ODEBRECTH, en claro conflicto de intereses al 






DENUNCIAS ARCHIVADAS DE PLANO 
 
 












Por llamarla, en el Pleno del 3.04.19, 
"lobista de las exoneraciones tributarias de 
LAN", afirmación difamatoria 
06/05/2019 Unanimidad 







Elia Rojas Picón 
Por presuntamente interferir en un proceso 
judicial, ordenando al Ministro del Interior 
acciones que no están dentro de sus 
funciones 
06/05/2019 Unanimidad 








Por presuntamente no acceder a convocar 
a los Magistrados del Tribunal 
Constitucional, para que expliquen el 








Flor de María 
López Díaz 
Por presunto tráfico de influencias en favor 
de su hermana, para que acceda al Centro 
de Recursos para el Aprendizaje en 




























Por el presunto cobro indebido por 
concepto de Semana de Representación, 








Por el presunto cobro indebido por 
concepto de Semana de Representación, 
en noviembre de 2017, cuando en esa 









Presunto tráfico de influencias y contra la 
administración de justicia por llamadas al 
Rey de la Pesca Negra y firmar un 













Presunto tráfico de influencias, contra la 






DENUNCIAS EN INVESTIGACIÓN 
 













Afectar la imagen del Congreso 4/06/2018 Mayoría 
10/09/18        
Unanimidad      

















Presuntamente incurrir en los delitos 
de tráfico de influencias, concusión, 
colusión y extorsión, conforme a lo 
expuesto en el Programa Cuarto 
Poder del 17.2.19 
25/2/2018 Unanimidad 





















Por presuntamente asistir a SUNEDU 
en representación de la Universidad 
Señor de Sipán de la cual sería 
miembro del directorio y apoderado 
6/5/2019 Unanimidad 





         
 
DENUNCIAS EN INDAGACIÓN PRELIMINAR 
 















Felipe Chanco       
De oficio 
Presunto negociado en la compra de votos 
contra la vacancia del Presidente de la 
República a cambio de la ejecución de 
obras en sus regiones 
2/04/18 
Unanimidad 






Presuntos insultos y agravios a la 
denunciante, al término del Pleno del 18 
de Octubre de 2018 
18/3/2019 
Unanimidad 
   





Presunta difamación al haber declarado en 
medios de comunicación respecto del 
incumplimiento de la semana de 
representación de varios congresistas, 
atentado contra la imagen del parlamento 
y la honorabilidad de los parlamentarios. 
18/3/2019 
Unanimidad 
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Por presuntas faltas en contratación de 
personal en el Parlamento, otorgamiento 
de bonificaciones y deficiencias en el 
concurso público para ingreso de personal 
a la institución. 
 




De oficio Por presuntamente haber solicitado 
"diezmos" a sus trabajadores del 
Congreso de la República. 
6/5/2019 
Unanimidad 























Zavaleta Vera y 
otros 
 











Por presunto recorte de sueldos a sus 
trabajadores, en su beneficio; y solicitar a 




   
 
 
PENDIENTES DE DAR CUENTA 
 
 
















Por presunto agravio en una entrevista en 
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DESCRIPCIÓN PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 
CONGRESISTA SEGUNDO TAPIA 
BERNAL 




PRESIDENTA DE LA COMISIÓN 












Sanciones efectivas 2 0 10 12 
 
Propuestas de sanción archivadas 
en Pleno 
1 0 0 1 
Sanciones pendientes de debate 0 0 5 5 
 




41 30 14 85 
Denuncias archivadas por 
conciliación 
0 1 1 2 
Denuncias archivadas por 
desistimiento 
0 2 1 3 
Denuncias archivadas de plano 0 6 32 38 
 





Denuncias en investigación 
 
  3 3 
Denuncias en indagación 
preliminar 
  9 9 
Denuncias pendientes de dar 
cuenta  
  1 1 
      
TOTAL  
 















ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL EN RELACIÓN AL TEMA DE INVESTIGACIÓN 
El análisis jurisprudencial nos permite analizar las sentencias que emite el Tribunal 
Constitucional y el Poder Judicial en materia del objeto de la investigación, debido a ello 
cito a continuación algunas sentencias que he podido relacionar con el objeto de estudio 
en materia constitucional del respeto al Principio de Legalidad y el principio de tipicidad, 
que para mayor detalle describo a continuación: 
 
6.1. SENTENCIAS EMITIDAS POR EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
 Expediente N°  0006-2003-AI/TC LIMA. 
 Expediente N° 00004-2011-PI/TC LIMA. 
 Expediente N° 00156-2012-PHC/TC LIMA. 
 Expediente N° 00358-2013-PA/TC LIMA.  
 Expediente N° 06196-2013-PHC/TC LIMA. 
 Expediente N°  3644-2015-PHC//TC LIMA. 
 
6.2. QUINTO JUZGADO ESPECIALIZADO EN LO CONSTITUCIONAL DE LIMA 
 Expediente N° 14923-2013 
 Expediente N° 00461-2013-0-1801-JR-CI-05. 
 
6.3. SEGUNDA SALA CIVIL DE LA CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DEL SANTA  










65 congresistas por 
inconstitucionalidad del 
art· 89º.j del Reglamento 
del Congreso 
8-12 
 Hay en la Constitución una mayoría calificada para levantar la 
inmunidad parlamentaria 
 No hay estipulada dicha mayoría para una acusación constitucional 
 El Congreso interpreta que eso lo faculta para establecer cualquier 
mayoría para este segundo procedimiento. 
 El TC dice que esa laguna técnica no se puede interpretar 
arbitrariamente, sino bajo el principio de razonabilidad. 
 Dado que ambos procedimientos son de naturaleza 
sustancialmente similar, la solución es aplicar la misma regla (no 
se menciona, pero parece aludirse el principio a la misma razón, el 
mismo derecho). 
 En relación con el tema de investigación, la conclusión es que los 
procedimientos en el Congreso deben seguir el principio de 
legalidad. (Algo no dicho explícitamente: esto incluye las 




25 % del número legal de 
congresistas contra los 
Decretos de Urgencia 
N·
os
 001-2011 y 002-2011 
4-10 
 El Poder Ejecutivo —que está demandado— alega que el que no 
haya habido una reversión de los decretos de urgencia por parte 
del Congreso implica una convalidación de los mismos, lo que 
hace que haya sustracción de la materia ante esta demanda. 
 El TC expresa que el Congreso hace un control político de los 
decretos de urgencia. Y al TC le corresponde un control jurídico, 
que no está en función de que se haya hecho o no el control 
político (o el eventual sentido de éste). 
 En relación con el tema de investigación, la conclusión es una 
aparente tautología: si el Congreso va a hacer un control político, 
debe usar criterios políticos. (Algo no dicho explícitamente: 
contrario sensu, si el acto parlamentario no es de control político, 
debe usar criterios razonables y jurídicos, como es el caso de 









César Humberto TINEO 
CABRERA contra el 
Congreso y contra el 
Poder Judicial 
3-5, 11-14 
 Si una entidad pública o incluso privada va a sancionar, debe 
aplicar el debido proceso. 
 En el caso del Congreso, esto debe estar especialmente 
reforzado, dado que el Congreso tiende a hacer evaluaciones 
políticas, basadas en criterios de oportunidad 
 Destaca el principio de taxatividad. 
 El antejuicio político y las infracciones constitucionales deben 
seguir esta lógica 
 En relación con el tema de investigación, la conclusión es que 
los procedimientos en el Congreso deben seguir el 
principio de taxatividad. (Algo no dicho explícitamente: esto 




Elsa ANICAMA por su 
sanción por comercio 
ilegal de televisión por 
cable 
7-10 
 El debido proceso y el derecho de defensa son exigibles en 
materia sancionadora, inclusive entre los privados. 
 En lo que supone la conducta de los congresistas, su elevada 
función va anexa a un especial control 




30MAY2014 Joel Wilder ZAVALA LAURI 4 
 El principio de legalidad penal marca la actuación del Poder 
Legislativo y del Poder Judicial 





Óscar LLANTOY GUTIÉRREZ 
por un proceso de tráfico 
ilícito de drogas 
8-9 
 Toda sanción debe estar sustentada en el principio de lex 
prævia 
 Es un derecho subjetivo de las personas no ser sancionadas si 





Fecha Nomen causæ FJ Doctrina en relación con el tema de investigación 







Alan GARCÍA PÉREZ 





 Los procesos parlamentarios deben respetar el debido proceso. 
 De modo que cualquiera sea la actuación u omisión de los 
órganos estatales particulares dentro de un proceso o 
procedimiento, sea jurisdiccional, administrativo sancionatorio, 
corporativo o parlamentario, se debe respetar el derecho al 
debido proceso. 
 Que el demandante sea todavía investigado y no todavía 
acusado no enerva lo dicho, pues el paso de un estadio al otro 


















Javier DIEZ CANSECO 
















 Todo procedimiento de ética parlamentaria debe respetar los 
principios del debido proceso, más aún, tratándose de una 
sanción impuesta al actor, debe respetarse los principios de 
legalidad, taxatividad, defensa, motivación. (es un derecho 
humano el obtener estas garantías mínimas del debido proceso 
que permitan alcanzar decisiones justas, que deben respetarse 
no solo en sede jurisdiccional, sino también en la administrativa 
sancionatoria, corporativa y parlamentaria). 
 En sede parlamentaria, este derecho debe ser respetado no 
sólo en los procedimientos de antejuicio y de juicio político, sino 
también en las actuaciones de las Comisiones Investigaciones o 
de las Comisiones Ordinarias que reciben el encargo expreso 
del Pleno del Congreso de la República y merece una tutela 
reforzada en tanto deciden por mayoría y actúa con criterios 
basados en la oportunidad y conveniencia, es decir su actuación 
es de carácter subjetivo, no ejerce función jurisdiccional, su 










 Cuando se va a sancionar a un congresista porque se considera 
que actúa de forma contraria a los principios que regulan tal 
valor, debe establecerse de forma clara qué se considera por 
una conducta antiética, de lo contrario se estaría permitiendo 
sancionar a alguien sólo por la voluntad de una persona o un 
grupo de personas que consideran que determinada conducta 
es contraria a la ética, lo cual es subjetivismo puro e implicaría 
desconocer que en materia de sanciones rige el principio de 
legalidad, es decir, la conducta que se considera ilícita debe 
estar claramente tipificada en las normas respectivas.  
 De ser así, correspondería establecer si la conducta que se le 
imputa al actor, constituye una infracción ética que merezca 
sanción y si esta se encuentra debidamente tipificada en el 
código de Ética Parlamentaria, respetando los principios que 


















Fecha Nomen causæ FJ Doctrina en relación con el tema de investigación 





















 Los principios de culpabilidad, legalidad, tipicidad, entre otros, 
constituyen principios básicos del derecho sancionador, que no 
solo se aplican el derecho penal, sino también en el derecho 
administrativo sancionador. El principio de legalidad, impone 
tres exigencias: existencia de la ley, que esta ley sea anterior al 
hecho sancionado y que la ley describa el supuesto de hecho, 
bien determinado. 
 
 El Colegiado considero que se infringió el principio de legalidad 
en su vertiente al subprincipio de taxatividad reconocido en el 
artículo 2, inciso 2, apartado d) de nuestra Carta Magna, al no 
haber determinado expresamente cuál de los principios y/o 














ANÁLISIS DEL DERECHO COMPARADO 
 
Todo parlamento tiene funciones importantes y previamente determinadas: ser normativo; 
representativo, transparente en su actuación, accesible, responsable y eficiente.  
 
El objetivo del trabajo es analizar la realidad que presenta nuestro parlamento, en el 
tratamiento adecuado de las denuncias formuladas ante la Comisión de Ética 
Parlamentaria, encargada de promover y prevenir actos contrario a la ética parlamentaria, 
absolver consultas y resolver en primera instancia las denuncias que se formulen de 
acuerdo con el Código de Ética y ese es precisamente el problema, las conductas 
prohibidas no están debidamente delimitadas, son cláusulas generales, imprecisas, 
indeterminadas, hay una carencia del principio de legalidad en el actual código. 
 
Por tal motivo, en esta sección he citado los Códigos de Ética o de Conducta  de Chile, 
Bolivia, Brasil y República Dominicana que contiene principios, deberes y prohibiciones, 
con el que buscan incidir en el buen orden y desarrollo de las actividades a desarrollar, 
evitando  que no dificulten la libertad de debate, votación o la falta de respeto ante sus 








País Resolución Normatividad Conformación Sistema Regulación Organismo de Vigilancia Conductas y Sanciones 
Chile  Abril de 2018 
Ley 19653  sobre 
probidad y 
transparencia 
públicas de 1999 
 
Reglamento de la Cámara de 
Diputados.  
Código de Conductas 
Parlamentarias: 
Libro cuarto. Probidad y 
Transparencia Pública. 
Senado - 
5 miembros elegidos por la 
Cámara de Diputados acorde a la 
proporcionalidad.  
Duración: periodo legislativo. 
 
 
Cámara de Diputados:  
Miembros: nueve  
Criterio de elección: cada partido 
designará un integrante; si el total 
de los nominados resultare ser 
inferior al total de los miembros, 
se completará la diferencia 
proporcionalmente.  





diputados y personal 
de planta de la 
Cámara.  
Comisión de Ética Pública Señaladas en los Artículos. 346 al 350. 
- Las sesiones son reservadas.  
- Amonestación verbal (realizada por la 
comisión).  
- En caso de falta grave o de 
reiteración, dicha censura se hará 
pública. 
- Sancionar la conducta, los actos u 
omisiones de uno o más diputados, 
declarando que son contrarias a los 
preceptos del Código. - Hacer 
recomendaciones generales que serán 



















Reglamento de Ética de la 
Cámara de Diputados. 
 
 
 Bicameral Autorregulación. Comisión de Ética y 
Transparencia. 
En el capítulo II Régimen Disciplinario. 
Capítulo I De Las Faltas, se enumeran 
las faltas graves y leves y las 
sanciones se determinan solo en base 
a su incumplimiento.  
Brasil Código de 




Código de Ética y Decoro 
Parlamentario de la Cámara 
de los Diputados. 
Senado - Miembros: 15 Criterio de 
elección: proporcionalidad 






Cámara de Diputados-  
Miembros: 21 Criterio de elección: 
proporcionalidad Duración: dos 
años. 
Bicameral Autorregulación Consejo de Transparencia 
Pública y Combate a la 
Corrupción de la Comisión de 
Ética Pública. 
Se determina las faltas y las sanciones 
debidamente delimitadas. Las 
sanciones son: 
- La censura verbal o escrita;  
- Suspensión de prerrogativas 
regimentales hasta 6 meses;  
- Suspensión del ejercicio de 
mandato hasta por 6 meses;  
- Perdida de mandato. 
- Otras impuestas por el pleno de la 
Cámara en votación secreta y por 
mayoría absoluta de miembros. 
República 
Dominicana 
Ley N° 120-01 
del 20 de julio 
del 2001 Código 
de Ética del 
Servidor Público 
Senado- 
Comisión Permanente de 
Ética 
Miembros: siete Criterio de 
elección: Comisión coordinadora, 
reflejando la pluralidad de las 
fuerzas políticas en el pleno del 
Senado. Duración: período 
legislativo. 
 Autorregulación  Comisión Nacional de Ética y 







 Senado –  
Consejo de Disciplina 
Miembros: cinco Criterio de 
elección: Comisión Coordinadora 
y avalados por el pleno Duración: 
un año. 
 Autorregulación Comisión" Nacional de Ética y 
Combate a la" Corrupción 
Las sanciones se determinan por faltas 
específicas:  
-Amonestación privada.  
-Censura pública.  
-Privación de representar al Senado en 
eventos nacionales e internacionales.  
- Suspensión de su participación en las 
comisiones legislativas.  
-Privación del pago de viáticos, 
incentivos y salario por el tiempo que 
se determine, si los hubiere.  
República 
Dominicana 
Ley N° 120-01 
del 20 de julio 
del 2001 Código 
de Ética del 
Servidor Público 
Diputados- 
Comisión Permanente de 
Ética 
Miembros:15 Criterio de elección: 
Comisión Coordinadora y en 
proporción a las representaciones 
partidarias del pleno Duración: 
período legislativo (cuatro años) 
 Autorregulación Comisión" Nacional de Ética y 
Combate a la" Corrupción 
- Amonestación privada. - Censura 
pública. - Privación de representar a la 
Cámara en eventos nacionales e 
internacionales. - Suspensión de las 
comisiones de trabajo a que 
pertenezca por el tiempo que se 
determinare (para la imposición de 
esta sanción será necesario el previo 
conocimiento y ratificación por parte 
del pleno). - Privación del pago de 





Consejo de Disciplina 
Miembros: siete Criterio de 
elección: Comisión Coordinadora 
y avalados por el pleno Duración: 
dos años 
 Autorregulación Comisión" Nacional de Ética y 












En este último capítulo dentro del desarrollo del presente trabajo, debo concluir lo 
siguiente:  
PRIMERA 
El Poder Legislativo desempeña un importante papel en la vida económica, política y 
social de nuestro país, que se fundamenta en el artículo 90° de la Constitución Política 
del Perú, constituye uno de los poderes en los que se divide el Estado, garantiza la 
libertad de los ciudadanos; en el Poder Legislativo se concentra la soberanía popular. Por 
ello, debe mantener un alto desempeño y velar por la buena imagen de la institución que 
cada vez más pierde la credibilidad ante el deterioro de la confianza de la ciudadanía, 
respecto a su labor y comportamiento en el desarrollo de sus funciones.  
 
SEGUNDA 
El artículo 102 de la Constitución, establece que los Congresistas de la República tienen 
tres funciones importantes que son: Legislar, fiscalizar y representar a los ciudadanos, a 
través de decisiones que adoptan en función al interés común. En consecuencia, tienen 
el deber de mantener una conducta ética en un nivel máximo para lograr el bien común y 




Es preciso señalar que en el derecho, es el mínimo ético exigible. Sin embargo, la 
conducta cuya elemental observancia se exige a los parlamentarios, busca un mayor 
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estándar de rectitud, ponderación y transparencia, que nos demuestre que existe un 
compromiso y responsabilidad al desempeñar el cargo. Para ello, debe haber un 
compromiso genuino que se basa en principios y lineamientos que ese establece en el 
Reglamento del Congreso que tiene fuerza de ley, de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 94° de la Constitución Política del Perú, que faculta al congreso para 
autorregularse a través de su propio Reglamento. Sobre ello, el Tribunal Constitucional 
señala en la STC. N° 0047-2004-AI/TC F.J. 23-24, que (…) tal como lo establece 
expresamente el inciso 4) del artículo 200° de la Constitución, este Colegiado es 
competente para controlar la constitucionalidad del Reglamento del Congreso. En efecto, 
toda diferencia doctrinaria que pudiera existir respeto al lugar que ocupa el Reglamento 
del Congreso en el sistema de fuentes del derecho, no tiene lugar en el ordenamiento 
jurídico peruano, porque el Reglamento tiene rango de ley, es una fuente primaria del 
derecho y como tal, sólo se somete a la Constitución. En consecuencia, el Reglamento 
no sólo tiene fuerza de ley, sino también naturaleza de ley orgánica.   
 
CUARTA 
En el Parlamento Peruano, una de las formas de ejercer control sobre el aspecto ético de 
sus representantes, se regula en el Reglamento del Congreso, el cual establece  las 
normas de conducta que los congresistas deben observar en el desempeño de su cargo y 
ante su incumplimiento da lugar a sanciones previstas en él. En el Congreso de la 
República funciona la Comisión de Ética Parlamentaria, la misma que en su ámbito de 
acción y su estatus legal busca un estándar de conducta que previene, absuelve 
consultas y resuelve en primera instancia las denuncias que se formulen en ella.  
 
Sin embargo, en el Código de Ética no se encuentra claramente delimitadas las faltas y 
sanciones, por lo cual, el Tribunal Constitucional a través de sus diversas sentencias que 
he citado en el desarrollo de mi trabajo de investigación, determina que en sede 
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parlamentaria no se respeta el debido proceso, porque pretende imponerse una sanción 
sin  establecer  la  conducta  que  se  le  imputa  al  congresista denunciado, constituye 
una  
 
infracción ética que corresponda ser sancionado y que además se encuentre tipificada en 
el respectivo código. En consecuencia, invoca el principio de legalidad y el subprincipio 
de tipicidad, reconocido por la Constitución del Estado, en su artículo 2°, inciso 24, literal 




El Reglamento de la Comisión de Ética en su artículo 28°, señala que el denunciante 
deberá expresar claramente en su escrito de interposición de la denuncia las normas del 
Código de Ética o del Reglamento que han sido vulneradas por el supuesto actor. Sin 
embargo, este requerimiento se sustenta en un instrumento legal que no tiene rango de 
ley y que determina en su artículo 1°, que establece el procedimiento de trámite y de 
investigación de las denuncias presentadas, regula las funciones y competencias de la 
Comisión de Ética. Por lo cual, el que se presente en calidad de denunciante, no podrá 
precisar cuál es la falta ética cometida por el congresista, si el código no establece de 
manera taxativa las faltas y sanciones que correspondan en cada caso. Por el contrario, 
es ambiguo y general. Esta determinación pone en riesgo que los hechos denunciados y 
el petitorio bajo fundamentación jurídica que repito no está delimitada, puedan declararlos 
improcedentes, la carencia del principio de legalidad y taxatividad vulnera el debido 
proceso y genera sanciones desproporcionadas, que en muchos de los casos los lleva a 
la impunidad.  
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SEXTA 
La Comisión de Ética del Congreso no cuenta con poderes reales investigativos. Los 
tiene a manera parcial y no total y no cumple con tres principios establecidos en el 
Artículo 25º  
 
del Reglamento de la Comisión, principio de legalidad, celeridad y proporcionalidad, de 
acuerdo a los conceptos establecidos en dicho instrumento normativo. 
 
SEPTIMA 
En cuanto a las sanciones a las que se harían acreedores los congresistas, debido al 
incumplimiento legal que vemos de manera reiterada en diferentes periodos 
parlamentarios, el uso indebido de privilegios que obtienen con el cargo y el 
involucramiento en actos de corrupción que se observan en los cuadros de denuncias 
presentadas ante la Comisión de Ética que presento en esta investigación, son leves y 
benévolas, en muchos casos impunes debido a la falta de tipicidad y taxatividad del 
Código de Ética Parlamentaria, lo cual se observa en los Informes Finales de la Comisión 
de Ética, que determina en casos similares sanciones distintas o el archivo definitivo de 
una conducta antiética.   
 
OCTAVA 
Las faltas y sanciones no están delimitadas por materias de probidad, transparencia y 
ética parlamentaria, podemos advertir generalidades de incumplimiento que no 
determinan la sanción que corresponde a la infracción cometida. Asimismo, las sanciones 
deben establecer la gradualidad y el procedimiento ordinario del conocimiento y plazos 
por falta a los deberes éticos. Del mismo modo, sucede con el procedimiento especial, no 
establece plazos, ni su ámbito de competencia. Sin duda, ello genera impunidad en el 
periodo parlamentario, como en la actualidad ante el cierre del Parlamento quedaron 
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muchas denuncias pendientes de evaluación que ya no podrán ser evaluadas por el 
nuevo Congreso elegido.   
 
NOVENA 
El Código de Ética Parlamentaria establece que la comisión solo aborda el análisis de 
casos propios de la función parlamentaria, no tiene competencia con actos cometidos con 
anterioridad a la elección de congresista, lo mismo sucede en el caso de que la 
presidencia  
 
de la comisión y sus miembros cambien o el periodo parlamentario finaliza. Considero, 
que con un procedimiento adecuado estas denuncias pueden ser evaluadas y 
corresponderle a la Comisión de Ética iniciar la investigación por faltas a la ética, que 
hayan cometido dentro de su periodo parlamentario y hasta 5 años después de cesar en  
sus funciones.   
 
DECIMA 
La Comisión de Ética no cuenta con formatos establecidos para formular denuncias ante 
dicha comisión, tampoco cuentan con campañas publicitarias a través del canal de 
Congreso de la República, canal del Estado o el portal del Congreso. Considero 
importante, se brinde capacitación en el procedimiento a seguir, para la presentación de 
una denuncia ante la infracción ética del parlamentario, lo cual se hace muy necesario, ya 
que como hemos señalado en el capítulo IV, el procedimiento se describe en el 
Reglamento de la Comisión de Ética y no en el Código de Ética, información que no es 

















El Código de Ética del Congreso de la República, tiene como finalidad determinar las 
normas de conducta que los parlamentarios deben cumplir en el desempeño de sus 
funciones y en caso de incumplimiento deben ser evaluadas y sancionadas en la 
comisión para lo cual es importante que los mecanismos y instrumentos jurídicos puedan 
estar determinados y delimitados para que los procedimientos sancionadores sigan el 
marco legal adecuado respetando el debido proceso. El Código de Ética forma parte 
integrante del Reglamento del Congreso de la República, tiene fuerza de ley, en 
consecuencia, toda modificación deberá realizarse a través de una Resolución 
Legislativa.  Por ello, propondría cambios normativos en lo siguiente: 
 
1.- Debe existir un criterio diáfano para definir los casos que ameritan que sean vistos por 
la Comisión de Ética, para que esta pueda cumplir con su mandato y asegurar su 
independencia de posibles manipulaciones. Es menester que la Comisión de Ética realice 
un trabajo eficiente y que esté constituida por Parlamentarios de la minoría, siempre y 
cuando sean probos y que no tengan espíritu de venganza sino de ser objetivos en sus 
apreciaciones a efectos de evitar juzgar o fiscalizar en futuro a los juzgadores o 
fiscalizadores.  
 
2.- La Comisión de Ética del Congreso debe contar con poderes reales y totales de 
investigación, incluyendo la libertad para actuar y citar a cualquier persona para que 
puedan comparecer ante ella, solicitar ante la instancia pertinente el levantamiento del 
secreto bancario y la reserva tributaria del congresista investigado. 
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3.- Reformar el Código de Ética Parlamentaria, contemplando las faltas y sanciones ante 
su incumplimiento, respetando el principio de legalidad, tipicidad y taxatividad. De esa 
forma se podrá determinar las sanciones establecidas ante su incumplimiento 
considerando la proporcionalidad de la sanción y el plazo en que deberían tratarse en el 
seno de la Comisión, así evitamos que ante la demora del procedimiento quede impune 
la sanción al parlamentario, por el término de un periodo parlamentario o el cierre del 
Congreso de la República por mandato constitucional, como ocurre en este caso.  
 
4.- Las denuncias que ingresaron a la Comisión de Ética y quedaron pendientes de ser 
tratadas ante los miembros de la Comisión o el Pleno del Congreso, deben ser 
impulsadas al inicio de la siguiente legislatura a cargo de la nueva presidencia de la 
Comisión. Asimismo, de culminar el periodo parlamentario y haber cometido faltas al 
Código de Ética durante el ejercicio de su función, pueden ser denunciados ante dicha 
instancia hasta 5 años después de culminar su periodo congresal y la sanción pueden ser 
inhabilitación para trabajar en el Estado, postular al Congreso de la República y la multa 
correspondiente. 
  
5.- Todas las investigaciones y sesiones de trabajo de esta Comisión deben ser públicas 
y en la medida de lo posible, con la participación de los medios de comunicación, esto 
ayudará a transmitir confianza a la sociedad, con respecto a la labor eficiente  y 
transparente de sus representantes. 
 
6.- La Comisión de Ética Parlamentaria debe aprobar los formatos establecidos para que 
todo ciudadano que desee presentar una denuncia ante esta instancia, pueda hacerlo de 
manera presencial o virtual y el procedimiento del mismo deberá estar publicado en una 
ventana visible de la página web del Congreso de la República, en señal de 
transparencia. 
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7.- Las Resoluciones Legislativas que determinen la sanción disciplinaria deberán ir al 
legajo personal de cada congresista y debe ser publicada en el portal del Congreso, en la 
página web que cada parlamentario tiene asignada en cumplimiento a la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública. Teniendo en cuenta, que son faltas 
cometidas dentro de su función parlamentaria y que la ciudadanía debe conocer. 
 
8.- Se observa una notoria ausencia de mecanismos de promoción y transparencia dentro 
del aparato público en general y en el parlamento en particular, para enfrentar el flagelo 
de la corrupción.  
 
9.- De la realidad, podemos extraer que en la actualidad existe un divorcio entre el 
Congreso de la República y la sociedad, la mayor prueba de ello se manifiesta en los 
bajos niveles de aceptación con respecto al Parlamento, según lo muestran los diversos 
sondeos de opinión. 
 
Del mismo modo, es preciso señalar que la Comisión de Ética no cuenta con un registro 
visible de precedentes aplicables a casos, que hayan sido tratados de igual o distinta 
manera en esta comisión, información que debería formar parte de un banco de datos y 
que fácilmente puede establecer un registro de parlamentarios sancionados por la 
Comisión de Ética. 
 
10.- Es importante que los congresistas publiquen en el Portal del Congreso, el informe 
de actividades que deben presentar por cada semana de representación. Este 
Formulario-Guía, se aprobó en la 6ta. sesión de la Mesa Directiva, periodo anual de 
sesiones 2017-2018, celebrara el miércoles 13 de setiembre del 2017. Con la finalidad de 
que se pueda sistematizar y realizar el seguimiento al trabajo que permita identificar los 
problemas que afectan a la población en las áreas de su competencia, incluyendo las 










APROXIMACIÓN. - Derivado del latín proximus, ―el más cercano‖. Acción y efecto de 
aproximarse a algo. 
BIEN COMÚN. - El servicio público es patrimonio de todos,  se justifica y legitima cuando 
se procura el bien común ante el interés particular. 
CARGO PÚBLICO. - Se asocia a la existencia de un puesto en el ejercicio de una 
función típica, especializada y profesional, en el ejercicio de la función al servicio del 
Estado. 
CARTA MAGNA. - Todas las constituciones políticas de las naciones, tienen este 
nombre. 
CÓDIGO. - Cuerpo de leyes integrado y sistemático. 
COMPORTAMIENTO. - Es la conducta, modo de ser, modo de conducirse, acción de 
proceder del actor social en un contexto determinado. 
COMISIONES. - Son grupos de trabajo especializados e integrado por congresistas, tiene 
como funciones la supervisión del seguimiento de la estructura del Estado; el estudio de 
dictamen de proyectos de ley y la absolución de consultas de acuerdo a especialidad o 
materia. 
CONCERTAR. - Es el modelo global de las relaciones entre los actores de diversa 
naturaleza e índole. 
CONGRESISTA. - Miembro de un Congreso político, para ser elegido necesita ser 
peruano de nacimiento, tener veinticinco años y gozar del derecho de sufragio.  
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CONGRESO. - El Poder Legislativo reside en el Congreso, consta de cámara única.  
COMPETENCIA LEGISLATIVA. - Función típica del Parlamento. 
CONTROL. - Actividad que permite la comprobación, la inspección, el examen de una 
situación, hecho o acontecimiento, con el fin de verificar si estos se desarrollan en la 
dirección establecida. 
CORRUPCIÓN. - Torcedura moral en el proceder de un funcionario público, el móvil es 
dado por la ventaja económica o el interés personal. 
CULTURA POLITICA. - Producción intelectual, conjunto de valores, de conocimientos 
para actuar en sociedad relativa a la política.  
CREDIBILIDAD POLÍTICA. -  Es la fe o creencia que tiene el electorado en los dirigentes 
y líderes políticos al observar que éstos cumplen o son congruentes con sus actos y sus 
líneas de política.  
DECORO. - Decencia en el ejercicio de un cargo. La institución parlamentaria, tiene 
reglas de comportamiento por parte de sus integrantes. 
DEMOCRACIA. - Predominio popular en el Estado. 
DERECHO PARLAMENTARIO. - Parte del Derecho especializado, que regula la 
organización parlamentaria y el servicio parlamentario. 
DESHONESTIDAD DE POLÍTICOS. -  Indecencia. Ruptura de la dignidad en los actos 
del actor político. Incongruencia del político entre sus ofrecimientos pre electorales y su 
acción política cuando es gobernante.  
DISCIPLINA PARLAMENTARIA. – Se refiere al decoro y la disciplina parlamentaria, por 
la que el congresista queda sujeto al órgano rector, en este caso la Comisión de Ética.  
ECONOMIA. - La economía es el reflejo de la política. 
EDUCACIÓN. - Acción y efecto de educar, enseñanza que se da a la juventud. 
ENRIQUECIMIENTO ILICITO. - Es el enriquecimiento obtenido a expensas del ejercicio 
espurio de la función que el funcionario público ejerce. 
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ESTRUCTURA ORGÁNICA DEL CONGRESO. - Integrada por la Organización y el 
Servicio Parlamentario. 
ETICA. - Parte de la filosofía que trata de la moral y de las obligaciones del hombre. 
FORMACIÓN POLÍTICA. -  Capacitación que reciben los ciudadanos a efectos de tomar 
conciencia de su realidad socio económico, político, cultural, moral y buscar las formas de 
superar las dificultades que afrontan. Educar o adiestrar en acciones y actividades 
políticas con la finalidad de contar con cuadros políticos para la conducción del país, de la 
región o del gobierno local. 
GOBERNABILIDAD. - Es la conducción política basada en la disciplina democrática.  
GRUPOS PARLAMENTARIOS. – Los congresistas que en el Parlamento, pertenecen a 
un mismo partido o agrupación política. 
HERMENÉUTICA PARLAMENTARIA.- Ciencia de interpretar los textos y procedimientos 
parlamentarios. 
MORAL. -  Conjunto de principios y valores de conducta del hombre. 
PARLAMENTARISMO.- Es una de las expresiones que definen mejor la democracia,  
por medio de la representatividad elegida por el pueblo, sin embargo el parlamento no ha 
logrado  probar totalmente su eficacia  lo que empuja a un replanteamiento  de su 
estructura funcional, se observa la disminución del parlamentarismo en el Estado 
Moderno. 
PORTAL DEL CONGRESO. – A través de ese medio electrónico el Congreso brinda 
publicidad a sus actos y toda información legislativa pública.  
POLÍTICA. - Participación en los asuntos del Estado. 
PROCEDIMIENTOS PARLAMENTARIOS. – Modalidad con la que actúa el Poder 
Legislativo.  
PROCESO A UN CONGRESISTA. - Inmunidades de arresto y proceso. 
REGLAMENTO DEL CONGRESO. - Disposiciones a través de las cuales se regula el 
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  SUMILLA: PROYECTO DE RESOLUCIÓN LEGISLATIVA QUE MODIFICA EL 
ARTÍCULO 14° DEL CÓDIGO DE ÉTICA PARLAMENTARIA 
 
PROYECTO DE LEY N° …………… 
 
El Congresista de la República que suscribe,……………………., en uso de su facultad de 
iniciativa legislativa que le confiere el artículo 107° de la Constitución Política del Perú y 
de los artículos 22 inciso c), 75 y 76 del Reglamento del Congreso de la República, 
propone la siguiente Resolución Legislativa: 
 
RESOLUCIÓN LEGISLATIVA QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 14° DEL CÓDIGO DE 
ÉTICA PARLAMENTARIA 
 
Artículo 1°. - Objeto de la Resolución Legislativa.  
 
La presente Resolución Legislativa tiene por finalidad modificar el artículo 14° del Código 
de Ética Parlamentaria, que forma parte del Reglamento del Congreso de la República, 
para que se cumpla con los principios de legalidad y taxatividad que permitan determinar 
las faltas y sanciones de manera plenamente identificadas, tipificadas, así como, la 
gradualidad de las mismas. 
 
Artículo 2°.- Modificación del Código de Ética Parlamentaria. 
 
Modificase el artículo 14° del Código de Ética Parlamentaria, de la manera siguiente: 
 
“Artículo 14°  Para la correcta aplicación del régimen disciplinario, se consideran faltas 
muy graves, las siguientes: 
a) Faltas muy graves: 
1. Ejercer diferente función pública al cargo de congresista, con la excepción de la 
docencia universitaria. 
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2. Abandonar de manera injustificada sus funciones por el periodo de seis días de 
labor de manera continua o doce interrumpidos durante un año. 
3. El incumplimiento a las prohibiciones establecidas en el artículo 92° de la 
Constitución Política y los  artículos 19° y 20° del Reglamento del Congreso de la 
República. 
4. Adherirse después de ser elegido, a un partido diferente por el que postuló o se 
exprese su independencia por un beneficio político o económico. Por lo que, 
resultará su separación definitiva, a petición de la organización política 
perjudicada. 
5. Agredir de manera física a los congresistas o cualquier otro servidor público del 
Congreso de la República provocándole lesiones, que se acreditarán con el 
certificado médico correspondiente. 
6. Haber participado en actos ofensivos y acciones violentas en el hemiciclo, 
ambientes del Congreso de la República o en zonas públicas. 
7. Utilizar en favor personal, de su cónyuge o de sus parientes hasta el cuarto 
grado de consanguinidad o tercer grado de afinidad, excepto en la defensa de sus 
derechos humanos. 
8. Utilizar información o documentación de carácter confidencial por su cargo de 
congresista en su favor personal, su cónyuge o sus parientes hasta el cuarto 
grado de consanguinidad o tercero de afinidad. 
9. Promover mediante algún medio o conducta actos de corrupción en la 
administración pública. 
10. Alterar documentación de carácter oficial del Congreso de la República. 
 
b) Faltas graves. Son consideradas faltas graves: 
1. No respetar los símbolos patrios.  
2. Participar en la votación en temas para beneficio personal del congresista. 
3. Influir indebidamente en favorecimiento de terceras personas, previa 
verificación con medios probatorios. 
4. Discriminar, presionar o denigrar a un congresista por cualquier motivo de 
conformidad con la Constitución Política y el Derecho Internacional.  
5. Ingresar a los ambientes del Congreso de la República en condiciones de 
ebriedad, con el efecto de haber consumido drogas y/o fármacos que estén 
prohibidos por la ley. 
6. Utilizar los ambientes del Congreso de la República, para el consumo de 
drogas, fármacos o bebidas alcohólicas que están prohibidas por la ley.  
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7. Estar en posesión de sustancias prohibidas por la ley, con excepción de las 
dispuestas por prescripción médica, debidamente justificado. 
8. Imputar falsamente a otro congresista la comisión de un delito por cualquier 
medio verbal, escrito o tecnológico. . 
9. Faltar la honorabilidad del Congreso de la República, en una misma sesión 
luego de privarle del uso de la palabra. 
 
10. Cometer actos agresivos o violentos en los ambientes del Congreso de la 
República o en zonas públicas, cuando la conducta del congresista atente contra 
la honorabilidad del Congreso de la República, causando a otro un daño en el 
cuerpo o en la salud, que se derive en incapacidad para trabajar hasta por ciento 
ochenta (120) días, que se acreditarán con el certificado médico correspondiente. 
11. Coaccionar a los congresistas el derecho de solicitar informes orales, escritos, 
el uso de la palabra e interpelaciones.  
12. Coaccionar a los congresistas el derecho a votar, de conformidad con el 
Reglamento del Congreso de la República. 
13. Influenciar para gestionar u obtener contratos, servicios o concesiones en 
favor propio, de su cónyuge o sus parientes. 
14. Aceptar o recibir dinero, bienes o algún otro tipo de dádivas o beneficios para 
su favor personal o de terceros que influyan en la adopción de decisiones en las 
labores de fiscalización. 
15. Recibir honorarios, remuneraciones o dietas de manera directa o indirecta de 
otras instituciones estatales, con la excepción de  misiones oficiales que estén 
autorizadas por el Congreso de la República.  
16. Recibir honorarios, dietas, viáticos o pasajes que impliquen o intervengan en 
la adopción de decisiones en las labores de fiscalización. 
17. Recibir de alguna institución pública, pasajes o viáticos, con la excepción de 
misiones oficiales autorizadas por el Congreso de la República. 
18. Favorecer, administrar, suministrar servicios remunerados o ad honorem de 
modo directo u oculto a personas naturales o jurídicas que negocien contratos con 
el Estado peruano. 
19. Transportar armas blancas, armas de fuego, y objetos contundentes en 
recintos del Congreso de la República.  
20. Incumplir la reserva establecida por el Pleno del Congreso de la República y 
de  las Comisiones. 
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c)  Faltas leves. Son consideradas faltas leves: 
1. Fumar en las salas o ambientes cerrados del Congreso de la República, con 
excepción de los ambientes reservados para dicha finalidad. 
2. Retirar correspondencia y documentos de casilleros que no le pertenezcan. 
3. Coaccionar el derecho al acceso de información de los proyectos de ley, y labor 
de fiscalización utilizando soportes digitales, impresos, así como el portal web del 
Congreso de la República. 
 
d)   Sanciones. Son consideradas las siguientes: 
I. El Congresista que infrinja las faltas muy graves contempladas en los numerales 1 
al 4, literal a) del presente artículo del Código,  será sancionado con la suspensión  
en el ejercicio del cargo y descuento de sus haberes de ciento veinte días de 
legislatura. 
II. El Congresista que infrinja las faltas muy graves contempladas en los numerales 5 
al 10, literal a) del presente artículo del Código, será suspendido en el ejercicio del 
cargo y descuento de sus haberes desde tres hasta ciento veinte días de 
legislatura. 
III. El Congresista que infrinja las faltas graves contempladas en los numerales 1, 2, 3 
y 4, literal b) del presente artículo del Código, será suspendido en el ejercicio del 
cargo y descuento de sus haberes desde tres hasta ciento veinte días de 
legislatura. 
IV. El Congresista que infrinja las faltas graves contempladas en los numerales 5 al 
20, literal b) del presente artículo del Código, será suspendido en el ejercicio del 
cargo y descuento de sus haberes desde tres hasta ciento veinte días de 
legislatura. 
V. El Congresista que infrinja las faltas leves contempladas en el numeral 1 al 3 del 
literal c), se impondrá las siguientes sanciones, recomendación pública; 
amonestación escrita pública, amonestación escrita pública con multa; descuento 
de  sus haberes desde tres hasta ciento veinte días de legislatura. 
e) Agravantes, Atenuantes y Reincidencia. Son consideradas para las faltas muy 
graves, graves y leves las siguientes agravantes y atenuantes: 
1. En las sanciones para las faltas señaladas en los numerales 5 al 10 del literal 
a), y las faltas señaladas en los literales b) y c) del presente artículo del Código, la 
sanción será agravada, en los casos siguientes: 
a) Cuando el acto se haya ejecutado de manera reincidente. 
b) Cuando el acto haya sido ejecutado por más de un congresista. 
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2. La sanción podrá atenuarse, si se encuentra en los casos mencionados en el 
numeral 1 del presente literal, en los casos siguientes: 
a) Si el congresista, hubiere obrado por un motivo honorable. 
b) Si se hubiere distinguido en su labor con un comportamiento 
especialmente meritorio. 
c) Si hubiere manifestado el debido arrepentimiento a través de actos 
adecuados. 
3. En el caso de que se demostrase una legítima defensa, no se utilizará alguna 
sanción. 
 
f) Reincidencia. Se le considera reincidente al congresista, que realice idéntica falta por 
más de una vez en el mismo periodo legislativo. 
 
Según lo señalado en el presente artículo, especificando la gradualidad de las mismas 
aplicadas en los literales y numerales respectivos,  se impondrán las siguientes 
sanciones: 
a) Recomendación pública. 
b) Amonestación escrita pública. 
c) Amonestación escrita pública con multa. 
d) Recomendación al Pleno de la suspensión en el ejercicio del cargo y descuento 
de sus haberes desde tres hasta ciento veinte días de legislatura. 
 
Toda apelación será resuelta en última instancia por el Pleno del Congreso. Cuando la 
falta sancionada, a juicio de la Comisión de Ética Parlamentaria, presente indicios de la 
comisión de un delito o de una infracción constitucional, el caso será puesto en 





MATRIZ DE CONSISTENCIA 
Título de Tesina: Derecho Parlamentario: Aproximaciones a la Ética Parlamentaria 
Problema general Objetivos generales Variable independiente Hipótesis Metodología Métodos y técnicas Población y muestra 
¿La falta de tipificación  y 
taxatividad de la conducta 
antiética puede generar 
una evaluación y sanción  
ponderada de la 
acusación? 
 
Determinar si los principios 
transgredidos de legalidad, 
tipicidad y taxatividad en el 
Código de Ética generan la 
impunidad o una sanción 
desproporcionada ante la 








Determinar que la falta de 
tipicidad en el Código de 
Ética genera sanciones 
desproporcionadas o el 
archivamiento de la 
denuncia, porque se aplica 
el criterio de los miembros 






Tipo de Investigación:  
Descriptiva 








 Análisis comparativo del 
Código de Ética 
Parlamentario del Perú 
con el Reglamento o el 
Código de Disciplina de 
otros países. 
 Informes Finales 
emitidos por la Comisión 
de Ética Parlamentaria. 
 
Código de Ética 
Parlamentario del Perú. 
Informes Finales emitidos 
por la Comisión de Ética, 
correspondientes a la 
Segunda Legislatura 
Ordinaria del Periodo Anual 
de Sesiones 2018-2019 
(25/07/2018 al 25/07/2019). 
Jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional 
Muestra:  
Informes Finales   y 
Resoluciones del Tribunal 
Constitucional. 
Problemas Específicos: 
Identificar de qué manera 
la falta de tipicidad y 
taxatividad en el Código de 
Ética influye en la 
Objetivos Específicos: 
Analizar los informes 
finales para determinar que 
la falta de tipicidad en el 
Código de Ética no genera 
Variable Dependiente: 
 
Principio de legalidad 
Principio de tipicidad 
Principio de taxatividad 
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Problema general Objetivos generales Variable independiente Hipótesis Metodología Métodos y técnicas Población y muestra 
calificación de la denuncia 
y la sanción 
desproporcionada o 
impunidad ante el hecho 
cometido por el 
parlamentario. 
 
sanciones delimitadas.  
Determinar que las 
resoluciones son 
elaboradas en base a 
criterios no jurídicos, 
debido a que no están 




Fuente: Elaboración propia. 
  
 
 
138 
 
